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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA


I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

—Alessandri Besa, Arturo
—Calderón Aránguiz, Rolando
—Cantuarias Larrondo, Eugenio
—Cooper Valencia, Alberto
—Díaz Sánchez, Nicolás
—Díez Urzúa, Sergio
—Feliú Segovia, Olga
—Fernández Fernández, Sergio
—Frei Bolívar, Arturo
—Gazmuri Mujica, Jaime
—Hormazábal Sánchez, Ricardo
—Huerta Celis, Vicente Enrique
—Jarpa Reyes, Sergio Onofre
—Lagos Cosgrove, Julio
—Larre Asenjo, Enrique
—Lavandero Illanes, Jorge
—Martin Díaz, Ricardo
—Mc-Intyre Mendoza, Ronald
—Núñez Muñoz, Ricardo
—Ortiz De Filippi, Hugo
—Otero Lathrop, Miguel 

—Pacheco Gómez, Máximo
—Páez Verdugo, Sergio
—Palza Corvacho, Humberto
—Papi Beyer, Mario
—Piñera Echenique, Sebastián
—Ríos Santander, Mario
—Romero Pizarro, Sergio
—Ruiz De Giorgio, José
—Ruiz-Esquide Jara, Mariano
—Siebert Held, Bruno
—Sinclair Oyaneder, Santiago
—Soto González, Laura
—Sule Candia, Anselmo
—Thayer Arteaga, William
—Urenda Zegers, Beltrán
—Valdés Subercaseaux, Gabriel
—Vodanovic Schnake, Hernán
—Zaldívar Larraín, Andrés
Concurrieron, además, los señores Ministros de Educación, de Transportes y Telecomunicaciones, y Secretario General de la Presidencia.
Actuó de Secretario el señor Rafael Eyzaguirre Echeverría, y de Prosecretario, el señor José Luis Lagos López.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



—Se abrió la sesión a las 16:29, en presencia de 39 señores Senadores.

El señor VALDÉS (Presidente).— En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor VALDÉS (Presidente).— Se da por aprobada el acta de la sesión 21a, ordinaria, en 5 de enero del presente año, que no ha sido observada.



El acta de la sesión 22a, especial, en 11 de enero del mismo año, se encuentra en Secretaría, a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación.

IV. CUENTA

El señor VALDÉS (Presidente).— Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.
El señor LAGOS (Prosecretario).— Las siguientes son las comunicaciones recibidas:
Mensaje


De Su Excelencia el Presidente de la República, con el que inicia un proyecto que modifica el decreto ley N° 3.500, de 1980, estableciendo normas relativas al otorgamiento de pensiones a través de la modalidad de rentas vitalicias. (Calificado de "simple" urgencia).



—Pasa a la Comisión de Hacienda y a la de Trabajo y Previsión Social.
Oficios


Seis de la Honorable Cámara de Diputados:


Con los dos primeros, comunica que ha otorgado su aprobación a los siguientes proyectos de ley:


1.— El que aumenta las remuneraciones del personal del Poder Judicial y establece normas relativas a los Secretarios de Juzgado. (Calificado de "suma" urgencia).


—Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, y a la de Hacienda, en su caso.


2.— El que modifica el Código Orgánico de Tribunales y el Código de Procedimiento Civil, en lo referente a la relación y los alegatos de las causas.


—Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, y, conforme a lo dispuesto en el artículo 16 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, se manda poner en conocimiento de la Excelentísima Corte Suprema.


Con los dos siguientes, comunica que ha aprobado las modificaciones introducidas por el Senado a los proyectos de ley que se indican:


1.— El que introduce modificaciones al decreto con fuerza de ley N° 22, de 1981, del Ministerio de Educación, posibilitando la prórroga del plazo dentro del cual los becarios deben retornar al país.


2.— El que modifica la base de cálculo de los subsidios maternales.


—Se toma conocimiento y se manda archivarlos.


Con el quinto, comunica que ha aprobado, en los mismos términos en que lo hizo el Senado, el proyecto que modifica el decreto con fuerza de ley N° 382, de 1988, Ley General de Servicios Sanitarios.


—Se manda comunicar a Su Excelencia el Presidente de la República.


Con el sexto, comunica que ha otorgado su aprobación a la proposición formulada por la Comisión Mixta constituida para proponer la forma y el modo de resolver las controversias suscitadas durante la tramitación del proyecto de ley que fija las plantas de personal del Congreso Nacional.


—Queda para tabla.
Informes


Segundo informe de la Comisión de Educación y Cultura, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica los estatutos de las universidades estatales, en materia de elección de Rector, y establece normas para adecuarlos. (Calificado de "suma" urgencia).


Informe de la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, recaído en la solicitud de rehabilitación de ciudadanía presentada por el señor Fernando Belloni González.


—Quedan para tabla.
Permiso Constitucional


Solicitud del Senador señor Zaldívar, a fin de obtener permiso para ausentarse del país, a contar del día 1° de febrero del año en curso, de conformidad a lo preceptuado en el artículo 57 de la Carta Fundamental.


—Se accede a lo solicitado.

El señor VALDÉS (Presidente).— Terminada la Cuenta.

_______________
El  señor VALDÉS  (Presidente).— En tanto se recibe el informe que la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones está preparando con relación al proyecto que introduce enmiendas a la ley N° 18.168, General de Telecomunicaciones, se conocerá, si le parece a la Sala, entre otros, de un asunto de mucho interés para el Senado, que es el informe de Comisión Mixta recaído en el proyecto de ley sobre plantas de personal del Congreso Nacional. 


Acordado.

V. ORDEN DEL DÍA
PLANTAS DE PERSONAL DEL CONGRESO
NACIONAL. INFORME DE
COMISIÓN MIXTA
El señor VALDÉS (Presidente).— Corresponde ocuparse en el informe de Comisión Mixta recaído en el proyecto de ley sobre plantas de personal del Congreso Nacional.


—Los antecedentes sobre el proyecto figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 25a, en 18 de enero de 1994.


En trámite de Comisión Mixta, sesión 29a, en 25 de enero de 1994.


Informes de Comisión:


Régimen Interior, sesión 26a, en 19 de enero de 1994.


Mixta, sesión 32a, en 26 de enero de 1994.


Discusión:


Sesión 27a, en 19 de enero de 1994 (se aprueba en general y particular).
El señor VALDÉS (Presidente).— Como recordará la Corporación, el Senado aprobó, en segundo trámite, el proyecto de que se trata, previo informe de la Comisión de Régimen Interior, y la Cámara de Diputados rechazó la totalidad de las modificaciones introducidas, lo que motivó que se formara una Comisión Mixta.


Esta última llegó a un pleno acuerdo, de carácter unánime, y su informe ya fue aprobado por la otra rama del Congreso, en sesión celebrada en la mañana de hoy.


Al acuerdo a que hago referencia concurrieron todos los señores Senadores integrantes de la Comisión Mixta, de modo que el informe de ésta, si le parece a la Sala, se dará por aprobado.


—Se aprueba el informe de la Comisión Mixta, y queda despachado el proyecto.

_______________
El señor VALDÉS (Presidente).— Deseo formular algunas sugerencias sobre la tabla, que pueden ser tratadas en la Sala o en reunión de Comités.


El Gobierno, a solicitud de la Mesa, decidió retirar la "suma" urgencia al proyecto sobre tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias sicotrópicas. Después de consultar a los Comités, hubo consenso para suspender el despacho de esta iniciativa, en vista de que hay otras de mayor urgencia.

ADMINISTRADORAS DE RECURSOS DE 

TERCEROS
El señor VALDÉS (Presidente).— En seguida, se ha hecho presente a la Mesa el interés por tratar el proyecto de ley, en primer trámite, que regula el funcionamiento de las administradoras de recursos financieros de terceros, para la adquisición de bienes. Esta iniciativa tuvo su origen en una moción del Honorable señor Ortiz, fue patrocinada por el Ejecutivo y ha sido informada por la Comisión de Economía.


—Los antecedentes sobre el proyecto figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley: (moción del señor Ortiz).


En primer trámite, sesión 18a, en 17 de agosto de 1993.


Informe de Comisión:


Economía, sesión 30a, en 25 de enero de 1994.
El señor VALDÉS (Presidente).— Me ha expresado el señor Presidente de la Comisión que el proyecto tiene pocos artículos y fue objeto de consenso.


Consulto, por lo tanto, el parecer de la Sala.


Tiene la palabra la Honorable señora Feliú.
La señora FELIÚ.— Señor Presidente, en general, considero muy inconveniente la inclusión de proyectos en una tabla que ha sido comunicada con anterioridad, porque impide a los Senadores tomar conocimiento de ellos.


En todo caso, si hubiere acuerdo unánime respecto de esta iniciativa, yo aceptaría aprobar la idea de legislar, pero en la medida en que se fijara plazo para presentar indicaciones. Porque si bien la materia es de gran importancia y urgencia, se está regulando una actividad económica que en este momento maneja recursos significativos y atiende necesidades de personas que no tienen acceso al mercado formal de los créditos.


En ese entendido, solicito, si se aprueba en general la iniciativa, establecer plazo para formular indicaciones. Podría ser alrededor del 25 de marzo.


—Se aprueba en general el proyecto, fijándose plazo para presentar indicaciones el 21 de marzo, hasta las 12.
El señor LAVANDERO.— Pido la palabra.
El señor VALDÉS (Presidente).— Tiene la palabra Su Señoría.
El señor LAVANDERO.— Señor Presidente, en la Comisión el proyecto recién tratado se aprobó en particular por unanimidad, y en general, con la abstención de la Senadora señora Feliú.


Creo que Su Señoría no puede llevar tan lejos su posición. Porque cuando manifiesta rechazo a una iniciativa y pierde, insiste con argumentos de orden constitucional, amenazándonos con requerimientos al Tribunal respectivo.
La señora FELIÚ.— ¡Nadie ha amenazado, señor Senador!
El señor LAVANDERO.— ¡Un solo Senador no puede oponerse al despacho de un proyecto acordado por el resto de la Corporación!


La iniciativa en comento pertenece al Honorable señor Ortiz, y en la Comisión de Economía todos, salvo la Senadora señora Feliú, estuvimos de acuerdo en que nuestro Honorable colega la sacara adelante antes de dejar el Senado.


La aprobación total del proyecto después del 21 de marzo impedirá que, tras un acto de gentileza de la Sala, un Senador que dejará su mandato vea concretado un texto que incluso se concordó con el Ejecutivo.


Me parece altamente inconveniente que, cada vez que no le agrada un proyecto, la Honorable señora Feliú se oponga al pensamiento del resto de los Senadores.
El señor PIÑERA.— ¿Me permite, señor Presidente?
El señor VALDÉS (Presidente).— Ruego a Sus Señorías tener presente que el Reglamento de esta Corporación establece que toda referencia a un Senador debe ser en tercera persona.


La Honorable señora Feliú hizo uso de un derecho, y a ningún Senador corresponde objetarla por ese motivo.


Tiene la palabra el Honorable señor Ortiz.
El señor ORTIZ.— Señor Presidente, quiero agradecer en forma muy sincera al Senado la aprobación general de este proyecto, que presenté hace aproximadamente seis meses.


Al respecto, conversé con autoridades de Gobierno, e incluso con Su Excelencia el Presidente de la República, quien tuvo a bien incluirlo en la legislatura extraordinaria. Hablé también con el señor Director de la Policía de Investigaciones y con el señor General Director de Carabineros, porque existe un número importante de personas defraudadas.


Empero, no me cabe ninguna duda de que la iniciativa puede ser mejorada.


Asimismo, debo señalar que la Comisión aprobó el proyecto por la unanimidad de sus miembros presentes, y tuvimos especial consideración hacia observaciones hechas por diversos señores Senadores, incluida la Honorable señora Feliú.


Ciertamente, me habría complacido mucho que la iniciativa se hubiese discutido y aprobado en particular en la Sala. Pero no me parece prudente insistir en ello.


Agradezco al Honorable señor Lavandero su defensa, y le manifiesto que tengo claro su buen propósito.


En todo caso, solicito al Senado que en la fecha fijada por la Corporación, cuando ya haya dejado mi cargo, tenga presente que el proyecto fue concordado con el Gobierno —tuvimos largas horas de reunión con funcionarios del Ministerio de Economía y con el señor Director y otras autoridades del SERNAC—, a fin de llegar a una iniciativa justa y equitativa, velando por la actividad privada y por el interés de los usuarios. En todo el país vimos que gente modesta es víctima de verdaderas organizaciones delictuales que, al amparo de la libertad de mercado, abusan de ésta ofreciendo vehículos y otros bienes en forma y condiciones que en definitiva no se cumplen.


Señor Presidente, el propósito del proyecto —repito— es defender a la gente de menores recursos, a quienes no tienen la posibilidad de acceder al mercado de capitales —son muchos cientos de miles de chilenos—, y, al mismo tiempo, velar por la transparencia, ya que las empresas serias —las hay, y son varias— ven perjudicada su imagen por la acción de ese tipo de organizaciones.


De todas maneras, me allano a lo que el Senado acuerde. Y reitero mis agradecimientos por la aprobación general de esta iniciativa.
El señor VALDÉS (Presidente).— Tiene la palabra el Senador señor Piñera.
El señor PIÑERA.— Señor Presidente, el grave problema que intenta resolver el proyecto es de carácter urgente. Y por eso, sin duda, tiene mucho mérito su presentación.


Ahora, ya es una excepción haberlo aprobado sin estar en tabla. Y ello sucedió hace un momento como deferencia al Senador señor Ortiz.


Sin embargo, en nuestra opinión, se requiere un mayor análisis. Y se presentarán indicaciones para simplificar la iniciativa.


Por lo tanto, "no pongamos la carreta delante de los bueyes". La Senadora señora Feliú no está faltando a nada al, excepcionalmente, acceder a tratar una iniciativa que no se encontraba en tabla y a aprobarla en general, reivindicando su derecho a presentar indicaciones, para cuyo efecto ya se fijó el 21 de marzo.


Entonces, deseamos ser deferentes con el Senador señor Ortiz, pero también queremos ser cuidadosos con la legislación que despachamos.

_______________
El señor VALDÉS (Presidente).— En cuanto al proyecto que modifica los estatutos de las universidades estatales en materia de elección de rector y establece normas para la adecuación de los mismos, consulto el parecer de la Sala para tratarlo en particular a continuación.
El señor RUIZ-ESQUIDE — Pido la palabra.
El señor VALDÉS (Presidente).— Tiene la palabra Su Señoría.
El señor RUIZ-ESQUIDE.— Señor Presidente, la Comisión de Educación trabajó ayer en este proyecto. Se elaboró un informe donde consta la discusión de una serie de antecedentes. Y ojalá podamos resolver sobre la materia antes de marzo, sin perjuicio de las observaciones que cada señor Senador desee formular y del resultado de la votación.


Ésa es la razón por la que, interpretando el sentir de a lo menos parte de la Comisión, solicito tratarlo ahora, con el mismo fundamento que permitió despachar otras iniciativas: ésta es la última sesión y esperamos el segundo informe de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones.
El señor VALDÉS (Presidente).— Tiene la palabra la Honorable señora Feliú.
La señora FELIÚ.— Señor Presidente, el proyecto que modifica los estatutos de las universidades estatales en materia de elección de rector se encuentra en una situación distinta de la del que acabamos de despachar, tocante al funcionamiento de las Administradoras de Recursos de Terceros para la adquisición de bienes.


La iniciativa respecto de la que se solicita asentimiento para tratarla se halla en primer trámite, y, a mi juicio, algunas de sus normas deben aprobarse con quórum de ley orgánica constitucional.


Mediante el proyecto se propone la modificación de los estatutos de 16 universidades del Estado. El problema se ha planteado respecto de una de ellas, según la información que se ha entregado.


Creo que la cuestión es compleja. Su solución se ha planteado en otros proyectos que están pendientes en el Congreso: uno en el Senado y otro en la Cámara de Diputados. Entonces, se hace indispensable un estudio exhaustivo de los estatutos de esas universidades, incluyendo entre los temas debatibles la forma de elegir al rector.


En todo caso, días atrás me referí a esa materia con relación al proyecto inicial, en el sentido de que, según la iniciativa, las universidades estatales eligen y designan al rector de manera absolutamente autónoma respecto de la voluntad del Presidente de la República. El Primer Mandatario no tiene la opción de elegir, sino sólo la de ratificación o confirmación.


Por todas esas consideraciones, no doy acuerdo para incluir el proyecto de manera extraordinaria en la tabla de la presente sesión.
El señor RUIZ-ESQUIDE.— ¿Me permite, señor Presidente?
El señor VALDÉS (Presidente).— Tiene la palabra el señor Ministro.
El señor BOENINGER (Ministro Secretario General de la Presidencia).— Señor Presidente, quiero referirme a la sustancia del proyecto. Pero entiendo que se está discutiendo el procedimiento previo.
El señor VALDÉS (Presidente).— Tiene la palabra el Honorable señor Ruiz-Esquide.
El señor RUIZ-ESQUIDE.— Señor Presidente, no entraré a discutir el fondo del proyecto ni haré observaciones como las de la señora Senadora que me precedió, porque me parece que no es ése el punto en cuestión.


Hubo una discusión cuando la iniciativa se trató en general. En la Comisión la analizamos con mucha tranquilidad. No tenemos criterios similares. Las opiniones de la señora Senadora no son compartidas por quien habla. Pero en definitiva, de acuerdo a lo planteado por la Mesa, entiendo que se necesita unanimidad.
El señor DÍEZ.— Ni aun por acuerdo unánime, señor Senador.
La señora FELIÚ.— Ni por acuerdo unánime.
El señor RUIZ-ESQUIDE.— En ese caso no podríamos haber aprobado los otros proyectos.


Precisamente porque entendí que existía disposición de ánimo para tratarlo en virtud de que era la última sesión —no desconozco el Reglamento— y de que estábamos a la espera de un informe, lo propuse.


Comprendo la situación. No hay unanimidad y creo que no debemos insistir. Empero, quiero dejar establecido que, como no dejo de ser Senador en marzo, podré seguir discutiendo esta iniciativa después. Pero me parece que es una materia que deberíamos resolver ahora.
El señor DÍEZ.— ¿Me permite, señor Presidente?
El señor VALDÉS (Presidente).— Tiene la palabra Su Señoría.
El señor DÍEZ.— El artículo 74 del Reglamento del Senado expresa: "En las sesiones especiales sólo habrá lugar al Acta, a la Cuenta y al Orden del Día, y ni aun por acuerdo unánime podrá tratarse en ellas algún asunto o cuestión distintos de los señalados específicamente en la citación, los que constituirán la tabla de su Orden del Día y deberán ser considerados, precisamente, en la sucesión que aquélla señale.".


Por consiguiente, estamos restringidos a lo que dice la citación.
El señor VALDÉS (Presidente).— Señor Senador, lo que sucede es que se citó a sesión especial en virtud de que no pudo terminarse en la sesión ordinaria de esta mañana el estudio del proyecto que introduce modificaciones a la Ley General de Telecomunicaciones. Y en la tabla figuraban, además, diversas iniciativas que fueron trasladadas a la presente sesión. De manera que la Mesa entendió que la citación también implicaba continuar con las materias que quedaron pendientes. Y, por no haberse evacuado aún el segundo informe del proyecto sobre Telecomunicaciones, a la espera de él, comenzamos a resolver acerca de esas iniciativas.
El señor ZALDÍVAR.— Señor Presidente, el artículo 74 del Reglamento   —como indicó el Senador señor DÍEZ— es explícito. Si hubiéramos empalmado la sesión de la mañana con la de la tarde, podríamos haber discutido dichas materias. Pero en sesión especial no pueden tratarse otros asuntos que los señalados en la citación. Y cualquier Senador puede hacer la objeción.
El señor VALDÉS (Presidente).— Al inicio de la sesión solicité el asentimiento de la Sala —y se otorgó— para, a la espera del segundo informe de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, conocer de diversas iniciativas pendientes.
El señor DÍAZ.— Señor Presidente, la situación se puede salvar si hay buena voluntad y disposición.



Estamos citados de 16 a 20. Y si existen asuntos urgentes que de no ser tratados se postergarían hasta marzo, propongo citar de 20:15 hasta despachar las iniciativas pertinentes, entre las que incluyo la relativa al sector salud.


Ésa es, en concreto, mi sugerencia.

El señor VALDÉS (Presidente).— El Senador señor Díaz ha dado una salida reglamentaria que tomaremos en cuenta.
El señor RUIZ-ESQUIDE.— Señor Presidente, atendida la sugerencia del Senador señor Díaz, debo señalar que numerosas materias deben incluirse en la tabla de la sesión que se plantea celebrar luego de ésta y para la que doy mi asentimiento.


Sin embargo, quiero hacer una aclaración. Porque de repente existe la sensación de que uno desconoce el Reglamento.


Todos los Senadores sabemos muy bien las condiciones que regulan una sesión especial. Pero medió lo señalado por el señor Presidente, que nos dio pie para discutir, con buena disposición, las iniciativas pertinentes.


Por otro lado, había el precedente de que cinco minutos antes aprobamos en general otro proyecto, motivo por el cual me permití hacer el planteamiento. Pero, como no tuvo acogida, pido a la Mesa que cite a sesión especial para tratar iniciativas pendientes. 

El señor VALDÉS (Presidente).— Voy a suspender la sesión con el fin de celebrar una reunión de Comités y ponernos de acuerdo en los asuntos que se estudiarán hoy y evitar dificultades. Además, el Comité Renovación Nacional formuló una solicitud con este mismo objeto. Se suspende la sesión.

_______________



—Se suspendió a las 16:55.


—Se reanudó a las 17:37.

_______________
El señor VALDÉS (Presidente).— Continúa la sesión.


Solicito el asentimiento de la Sala para tratar las solicitudes de rehabilitación de ciudadanía, en espera de que llegue el informe de la Comisión relativo al proyecto que modifica la Ley General de Telecomunicaciones. Se me ha comunicado que ese documento estará a disposición de la Sala en pocos minutos más.


Tiene la palabra el Honorable señor Siebert.
El señor SIEBERT.— Señor Presidente, también está en condiciones de verse hoy el proyecto modificatorio de la ley N° 18.450,  sobre fomento de la inversión privada en obras de riego y drenaje, aprobado por unanimidad en las Comisiones de Obras Públicas y de Agricultura, unidas. Su discusión tomaría muy poco tiempo.
El señor HORMAZÁBAL.— Perdón, señor Presidente, hemos sostenido conversaciones acerca de esta iniciativa con el Ejecutivo con el objeto de modificarla ampliando el plazo a que se refiere el artículo 1°. Con ese propósito, se ha anunciado el envío de la indicación correspondiente. No sé si ya se habrá registrado oficialmente su recepción.


La enmienda consiste en reemplazar, al comienzo del primer inciso, la frase "doce años" por "catorce años".


Por consiguiente, respaldo la proposición de mi estimado colega, el Senador señor Siebert, en orden a aprobar hoy en general ese proyecto.


La indicación del Ejecutivo responde, por lo demás, a una serie de inquietudes que hemos expuesto diversos Senadores. Afortunadamente para el país, esta iniciativa, al establecerse un plazo mayor, facilitará las condiciones para hacer uso adecuado del agua en nuestras Regiones.
El señor VALDÉS (Presidente).— Debo hacer presente que ha surgido una dificultad en relación a la tabla que íbamos a ver.


Se ha objetado, no sin fundamento, la inclusión de otros proyectos en una sesión que, como ésta, es especial y fue citada para despachar sólo el que modifica la Ley General de Telecomunicaciones. Y se ha hecho presente que ni aun con acuerdo unánime de la Sala puede tratarse en esta oportunidad otro tema que el que figura en la convocatoria, lo que es exacto desde el punto de vista reglamentario. Sin embargo, hemos aprobado iniciativas que no estaban consideradas en la tabla.


Por lo tanto, la Mesa se encuentra con una disposición que debe hacer cumplir, y no podemos escapar de ella.


Ahora, todo tiene posibilidad de solución desde el punto de vista de que ésta es continuación de la sesión de la mañana. Lo que sucede es que al iniciarla no se planteó el empalme de ambas   —como debió haberse hecho—, para proseguir así la sesión ordinaria correspondiente al día de hoy. En ésta se habría producido la misma decisión de la Sala de seguir trabajando en la tarde. La verdadera intención fue avanzar ahora en el tratamiento de la tabla que no se alcanzó a despachar en la mañana. No se expresó así. Y aquí nos encontramos, como tantas veces en la vida, entre el espíritu y la letra. El espíritu vivifica, la letra mata; pero esta última es la que obliga a la Mesa a atenerse a la norma reglamentaria, salvo mejor parecer de quienes tienen el manejo del espíritu, que son los señores Senadores.


Tiene la palabra el Honorable señor Thayer.
El señor THAYER.— Señor Presidente, como Su Señoría lo expresó, aquí tenemos la alternativa de aplicar estrictamente el Reglamento, o de proceder, como lo hemos hecho muchas veces, dentro de un sentido de buena fe y de acuerdo, cuando lo estamos.


La experiencia nos muestra algo al respecto: cuando un señor Senador —y los hay de lo más distinguidos, y en todas las áreas o sectores de esta Corporación— no quiere que algo se vea porque tiene razones fundadas para actuar así, invoca el Reglamento. Cuando el asunto no le presenta dificultades ni envuelve inconvenientes, no apela a razones reglamentarias y se arreglan las cosas.


Esta tarde hemos despachado un proyecto que no estaba anunciado en la tabla, y se aprobó por unanimidad. Se aprobó en general otro que tampoco figuraba en ella; no se hizo cuestión de eso, aunque sí se la hizo para discutirlo en particular, porque había problema.


Una distinguida señora Senadora, que en este momento no me ha precedido en el uso de la palabra, tiene fundadas razones para no desear que se vea la iniciativa tocante al nombramiento de rectores. La asiste la convicción de que en esta materia hay aspectos constitucionales comprometidos y de que se tomaría un acuerdo precipitado. Y, por consiguiente, invoca el Reglamento (en lo que éste la ampara), porque está convencida de que el asunto no debe decidirse ahora.


En el presente caso soy partidario de resolver al respecto en otra forma. Si existe ambiente —como creo que lo hay— para que se cite a alguna sesión en los primeros días de marzo, antes del 11, podríamos tratar en esa oportunidad el asunto universitario. Y, con el mismo criterio con que vimos materias sin mayores tropiezos que se aprobaron hace un rato, creo que no habría dificultad en despachar otros proyectos que no darán motivos para invocar el Reglamento.


La disposición del artículo 74, a mi entender, es muy clara. ¿De qué se trata? De una prevención basada en total lógica: si se cita a una sesión especial con un tema específico, el Reglamento busca tener certeza de que ni siquiera la unanimidad de los señores Parlamentarios presentes pueda acordar el tratamiento de temas distintos, porque eso significaría actuar un poco en fraude de las expectativas de quienes no asistieron por estar ciertos de que se discutiría solamente el anunciado en la convocatoria.


Ahora bien, ése no es el caso actual. Tanto no lo es, que ya se admitió el despacho de dos asuntos (uno se aprobó por unanimidad en general y en particular y el otro, por unanimidad en general). Sugiero que, con buena voluntad y buen espíritu, analicemos los proyectos que no presentan dificultad y los despachamos ahora, dejando los demás para discutirlos a comienzos de marzo.


He dicho.
El señor VALDÉS (Presidente).— Es una proposición que la Mesa encuentra muy atendible y que nos permitiría, por ejemplo, tratar las solicitudes de rehabilitación de ciudadanía, que están listas para ser informadas, y, eventualmente, aprobar en general alguna otra disposición o proyecto de fácil despacho que no tuviera objeciones de fondo. Después, cuando llegue el informe, terminaríamos con la iniciativa sobre telecomunicaciones.


Si le parece a la Sala, procederíamos de ese modo.
El señor DÍAZ.— Señor Presidente, al final de la sesión anterior, que es parte de ésta, propuse que, considerando que hay algunos proyectos de fácil despacho realmente urgentes, de haber ánimo para abocarnos a su estudio, salváramos la situación con una sesión extraordinaria. Hay tiempo. Se puede citar.


Personalmente, prefiero que trabajemos hoy día hasta cualquier hora, o mañana en la mañana, evitando así sesionar antes del 11 de marzo, porque muchos señores Senadores, aprovechando el período de receso, saldrán incluso fuera del país. Por ello me parece mucho más factible contar ahora con el quórum necesario, que lograr reunirlo en los primeros días de marzo. Es una impresión. Hasta preveo ciertos riesgos en que haya con la asistencia que se requiere para la sesión del 13 de febrero, porque, según lo han anunciado, muchos de ellos estarán ausentes; otros tienen diversos compromisos, y así, por el estilo.


Insisto en la conveniencia de citar a sesión extraordinaria para esta misma noche, o para mañana en la mañana.


Además, se podría entonces acceder a la petición de 4 mil 250 funcionarios de salud, relativa al despacho de un proyecto muy sencillo, ya aprobado por la Comisión Mixta. Sólo se trata de decir "De acuerdo", sólo de eso, para que estos servidores públicos entren a gozar de sus beneficios a la mayor brevedad.


He dicho.
El señor VALDÉS (Presidente).— Bien, no quisiera repetirlo, pero debo hacer presente que en realidad lo que sucedió esta mañana fue un error de hecho. Se suspendió la sesión ordinaria porque debían rendirse los homenajes anunciados, con la intención de continuarla en la tarde. O sea, no fue el propósito darla por levantada. La tabla de la sesión ordinaria de esta mañana se encontraba definida, pero su tratamiento se suspendió para los efectos de los homenajes.


Por lo tanto, pido a la Sala interpretar como un error de hecho el haber levantado la sesión en lugar de suspenderla; y dar su asentimiento para proseguir con el Orden del Día programado, comenzando con los informes acerca de las solicitudes de rehabilitación de ciudadanía, que son de fácil despacho.


Por otra parte, debo comunicar —sin ánimo de abrir discusión sobre el tema— que he consultado la opinión de diversos Comités, los cuales estarían de acuerdo en celebrar por lo menos una sesión más, el 8 ó 9 de marzo.
El señor HORMAZÁBAL.— Señor Presidente, ¿podríamos dividir en dos áreas el enfoque que hizo Su Señoría? Porque planteó dos ideas y quiero dar mi opinión sobre la primera.
El señor VALDÉS (Presidente).— Tiene la palabra, señor Senador.
El señor HORMAZÁBAL.— A mi modo de ver, lo señalado por el señor Presidente es lo que entendimos todos: la interrupción del Orden del Día de la mañana se originó en la necesidad de cumplir el acuerdo de rendir homenajes. De manera que no se trata de doblar la nariz al Reglamento, ni de usar mañosamente algún resquicio.


El señor Presidente describió objetivamente lo sucedido: se produjo un error de hecho al decir que se levantaba la sesión en vez de suspenderla.


Solicito a los Honorables colegas reconocer ese equívoco y que lo que ahora corresponde es continuar la sesión ordinaria de la mañana y, establecido este primer punto, seguir despachando las demás materias en la forma indicada por el Senador señor Siebert, acordando además el tratamiento de algunos informes de Comisión Mixta, que es urgente despachar.


El asunto de la convocatoria a una sesión para marzo podemos analizarlo más adelante.
El señor VALDÉS (Presidente).— Conforme.


¿Habría acuerdo para despachar inmediatamente los informes sobre rehabilitación de ciudadanía?
El señor FERNÁNDEZ.— ¿Estamos en sesión especial?
El señor VALDÉS (Presidente).— Sí, señor Senador.
El señor FERNÁNDEZ.— ¿Terminó ya?
El señor VALDÉS (Presidente).— No ha concluido.
El señor FERNÁNDEZ.— ¿Cuál es la situación, entonces?
El señor VALDÉS (Presidente).— La que expliqué y que el Senador señor Hormazábal aclaró recién: que la sesión ordinaria de esta mañana fue suspendida y que la presente es la continuación de la misma.
El señor HORMAZÁBAL.— ¿Además de la especial?
El señor VALDÉS (Presidente).— En realidad, no es sesión especial, sino la segunda parte de la suspendida para rendir homenaje.
El señor FERNÁNDEZ.— Creo que no es así.
El señor VALDÉS (Presidente).— En vista de que ya actuamos en ese entendido al despachar dos proyectos esta tarde, sin que hubiera objeción, solicito que, con el mismo predicamento, tratemos, por lo menos, las solicitudes de rehabilitación de ciudadanía.


¿Estaría de acuerdo, señor Senador?
El señor FERNÁNDEZ.— Sí, pero sólo esas solicitudes.


—Así se acuerda.
El señor VALDÉS (Presidente).— Se va a constituir la Sala en sesión secreta.

SESIÓN SECRETA


—Se constituyó la Sala en sesión secreta a las 17:53, y adoptó resolución sobre las SOLICITUDES DE REHABILITACIÓN DE CIUDADANÍA de los señores Moisés Hernán Cayupi Cona, Daniel Alfonso Cortez Palma, Gustavo Fuentealba Bolados, Carlos Fulberto Garay Ibáñez, Víctor Manuel Yáñez Donoso y Femando Belloni González.


—Se reanudó la sesión pública a las 18:24.
El señor URENDA (Vicepresidente).— Continúa la sesión pública.

NORMALIZACIÓN DE PLANTAS DE
PERSONAL DEL SECTOR SALUD. INFORME
DE COMISIÓN MIXTA
El señor URENDA (Vicepresidente).— A continuación se tratará el informe de Comisión Mixta recaído en el proyecto de ley que normaliza las plantas de personal del sector salud.  


—Los antecedentes sobre el proyecto figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 5a, en 14 de octubre de 1993.


En trámite de Comisión Mixta, sesión 19a, en 15 de diciembre de 1993.


Informes de Comisión:


Salud, sesión 8a, en 20 de octubre de 1993.


Salud (segundo), sesión 16a, en 23 de noviembre de 1993.



Mixta, sesión 32a, en 26 de enero de 1994.


Discusión:


Sesión 8a, en 20 de octubre de 1993 (se aprueba en general); 16a, en 23 de noviembre de 1993 (se despacha en particular).
El señor EYZAGUIRRE (Secretario).— La Comisión Mixta, constituida en conformidad a lo dispuesto en el artículo 68 de la Carta Fundamental, recomienda acoger, como forma y modo de resolver las diferencias surgidas entre el Senado y la Cámara durante la tramitación del proyecto ya individualizado, las proposiciones contenidas en su informe. Éste fue aprobado ayer, con el quórum orgánico constitucional necesario, por la otra rama del Congreso.


Cabe hacer notar que los acuerdos de la Comisión Mixta fueron adoptados por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Feliú y señores Díaz y Larre, y Honorables Diputados señores Ojeda, Reyes y Smok.
El señor URENDA (Vicepresidente).— En discusión el informe de la Comisión Mixta.


Ofrezco la palabra.


Tiene la palabra la Honorable señora Feliú.
La señora FELIÚ.— Señor Presidente, el Ministerio de Salud propuso, inicialmente, un proyecto que planteaba incorporar en las plantas de los Servicios de Salud a 4 mil 250 funcionarios a contrata, siempre que tuvieran una antigüedad superior a cinco años.


Efectivamente, existe un alto porcentaje de trabajadores en dichos organismos que se desempeña bajo esa modalidad. Sin embargo, antes de pasarlos a las plantas, lo correcto, a mi juicio, habría sido efectuar un estudio en todos los Servicios, con el fin de determinar las necesidades de personal en cada uno de ellos.


No obstante, el Ministerio, mediante acuerdos con la FENATS, organización que agrupa a los trabajadores de la salud, incluyó en el texto un procedimiento en cuya virtud éstos se incorporaban a las plantas sobre la base de la antigüedad en sus labores.


El proyecto fue aprobado en primer trámite por la Cámara de Diputados, en la forma expuesta por el Ministerio. El Senado, por su parte, le introdujo un cambio muy importante, al crear derechamente en la ley los cargos respectivos, de acuerdo con la información en poder de la Cartera del ramo. Vale decir, no se daba una facultad delegada, como en el texto original, donde, por lo demás, estaba imperfectamente concebida.


La Cámara Baja, a su vez, insistió en la facultad delegada.


La Comisión Mixta, en definitiva, decidió crear los cargos en la ley, que debe señalar específica, clara y directamente cuáles son y a qué Servicios corresponden. Como esto, naturalmente, implica un desfase entre la creación que hace la ley y la oportunidad en que se provean los empleos, se acordó facultar al Presidente de la República para adecuar la normativa con posterioridad, en caso de presentarse algún problema.


Estos empleos serán provistos, única y exclusivamente, con trabajadores de los Servicios de Salud que se desempeñen en la actualidad a contrata, asimilados a grados y con una antigüedad superior a cinco años. Si no hubiere personal que reúna tales requisitos —por renuncia, fallecimiento, jubilación, o cualquier otra causa—, los cargos quedarán vacantes, facultándose por seis meses al Presidente de la República para suprimirlos, donde corresponda, y crear igual número de ellos en los Servicios en que existan trabajadores a contrata con una antigüedad superior a cinco años. Vencido ese plazo, quedarán suprimidos de pleno derecho aquellos cargos que, en el primer caso, aún permaneciesen vacantes.


Reitero que, a mi juicio, este procedimiento no es el más apropiado. En la Comisión expresé que cabe considerarlo como un mecanismo transitorio destinado a solucionar el problema de hecho que enfrentan los Servicios de Salud. En mi opinión, debería estimarse como una última forma de incorporar trabajadores a las plantas, porque lo correcto es estudiar primero las necesidades de cada Servicio y, sobre esa base, determinar la dotación pertinente.


Existe conciencia generalizada —desde luego, la hay en la Comisión, y se ha planteado a propósito del estudio de las Leyes de Presupuesto— de que en los Servicios de Salud se requiere mayor descentralización, un análisis que permita fijar las dotaciones adecuadas y cierta flexibilidad en el manejo de personal, todo lo cual, naturalmente, no apunta a incorporar más trabajadores a las plantas. Sin embargo, como la iniciativa obedece al acuerdo a que llegaron el Gobierno y las asociaciones laborales del sector            —además, hay que considerar que se trata de un número de cargos relativamente reducido (4 mil 250), en relación con la dotación total de los Servicios de Salud, que asciende a aproximadamente 60 mil funcionarios—, la Comisión Mixta estimó que el texto despachado por ella satisface ese convenio y, al mismo tiempo, se ajusta a los sistemas de plantas de los organismos estatales, calidad que tienen los 27 Servicios de Salud y el FONASA.


Por las consideraciones expuestas, señor Presidente, la Comisión Mixta aprobó su informe por unanimidad, y lo mismo pido que haga ahora la Sala del Senado.
El señor URENDA (Vicepresidente).— Tiene la palabra el Honorable señor Larre.
El señor LARRE.— Señor Presidente, tal como indicó la Honorable Senadora que me precedió en el uso de la palabra, el informe de la Comisión Mixta obedece a las conclusiones a que llegó la Comisión de Salud del Senado, pues el Gobierno asumió el planteamiento que se hizo en ésta. De manera que, a mi juicio, todas las partes quedaron conformes.


Como en la discusión general ya dimos a conocer nuestros puntos de vista sobre el terna, me limitaré a manifestar que los Senadores de Renovación Nacional vamos a aprobar el informe que se somete a nuestra consideración, por cuanto considera los argumentos que sostuvimos tanto en las Comisiones como en la Sala.
El señor URENDA (Vicepresidente).— Tiene la palabra el Honorable señor Díaz.
El señor DÍAZ.— Señor Presidente, me alegra escuchar la opinión de los dos Senadores que me precedieron en el uso de la palabra, pues ella confirma la necesidad y la justicia de que se dicte un texto legal sobre la materia. En efecto, se trata de 4 mil 250 funcionarios que durante muchos años han desempeñado funciones a contrata y que siempre han sido bien calificados.


Y se obvia el carácter político electoral que en algún momento pudiera habérsele atribuido, primero, porque ya se efectuaron los comicios y, segundo, porque todo este personal tiene más de cinco años en funciones, o sea, fue incorporado durante el Gobierno anterior.


En los organismos del sector salud ha existido mucha inestabilidad. Ayer, por ejemplo, aprobamos el proyecto de ley sobre atención primaria de salud municipal, área a la cual fueron trasladados, desde los Servicios, más de 14 mil funcionarios, sin haberse consultado su parecer. Ahora empieza a regularizarse esa situación, pues se les da la posibilidad de acceder a una carrera funcionaria, de homologar sus remuneraciones, de estabilidad laboral, etcétera. Lo anterior, en la idea de reparar algunos errores, se inserta entre las diversas medidas tendientes a hacer justicia a este número importante de trabajadores.


Los que estuvimos a contrata durante muchos años conocemos bien cuál es la diferencia entre permanecer en esa condición, aún siendo un buen funcionario, y tener un empleo estable, que permite perfeccionamiento, capacitación y seguridad laboral.


Por otro lado, las entidades del sector han incorporado personal en la medida de sus necesidades. Ni en cirugía, ni en pediatría, ni en cualquier otra especialidad, un Servicio va a contratar a alguien sin una causa razonable, porque ello se encuentra sometido a determinados controles.


Ahora, si la iniciativa establece claramente que en el Servicio de Salud de Arica, para citar un caso, se crearán 9 cargos en la  Planta de Profesionales, 15 en la de Técnicos, uno en la de Administrativos y uno en la de Auxiliares —en total, 26—, es indudable que lo hace porque el personal a contrata ha estado desempeñándose en esas funciones durante mucho tiempo. Y el único objetivo es pasarlo a la planta, con las consiguientes estabilidad y seguridad en su trabajo, además de posibilidades de perfeccionamiento.


La preceptiva legal en comento especifica, por Servicio, el número de cargos que se crean en las respectivas plantas, a objeto de llenar las vacantes con los empleados a contrata. Y, si bien fue opinión unánime que ella presenta algunos defectos, lo importante es que repara una injusticia y mejora la condición de 4 mil 250 funcionarios.


La urgencia en que sea aprobado en esta sesión el informe de la Comisión Mixta radica en que este personal podría estar gozando en marzo próximo de los beneficios que concede la ley en proyecto. De lo contrario, ello demoraría 3 ó 4 meses más, según nos informó el Jefe de Recursos Humanos del Ministerio de Salud, señor Jorge Figueroa.


He dicho.
El señor URENDA (Vicepresidente).— Tiene la palabra la Honorable señora Feliú.
La señora FELIÚ.— Señor Presidente, cabe recordar que la aprobación de estas proposiciones requiere quórum orgánico constitucional, pues se incluyen normas que alteran lo dispuesto por la Ley de Bases Generales de la Administración del Estado, al permitir la incorporación en las plantas, sin concurso, de funcionarios a contrata.
El señor EYZAGUIRRE (Secretario).— El informe de la Comisión Mixta señala que, por la unanimidad de sus miembros presentes               —Senadores señora Feliú y señores Díaz y Larre, y Diputados señores Ojeda, Reyes y Smok—, se estimó que el artículo 2° propuesto como forma y modo de resolver la diferencias suscitadas entre ambas ramas del Congreso Nacional debe ser aprobado por las cuatro séptimas partes de los señores Diputados y Senadores en ejercicio, de conformidad con lo establecido en los artículos 38 y 63, inciso segundo, de la Constitución Política.


En consecuencia, se requiere el voto favorable de 26 señores Senadores para aprobar el informe.
El señor URENDA (Vicepresidente).— A objeto de que pueda reunirse el quórum necesario, se procederá a llamar a los señores Senadores.


—Se aprueba el informe de la Comisión Mixta, dejándose constancia, para los efectos del quórum constitucional requerido, de que emitieron pronunciamiento favorable 27 señores Senadores.
El señor EYZAGUIRRE (Secretario).— Correspondería, a continuación, tratar el informe de Comisión Mixta recaído en el proyecto de ley sobre violencia intrafamiliar.
El señor OTERO.— ¿Me permite, señor Presidente?
El señor URENDA (Vicepresidente).— Tiene la palabra Su Señoría.
El señor OTERO.— ¿Sé pidió la autorización unánime de los Comités para ocuparse en este informe?
El señor EYZAGUIRRE (Secretario).— Denantes se acordó discutir esta materia.
El señor OTERO.— Se habló en general de proyectos que habían sido sometidos a Comisiones Mixtas y despachados por ellas. Pero estimo que cada caso debe plantearse en forma separada.


Como Comité, no doy mi acuerdo.
El señor URENDA (Vicepresidente).— Es un informe de Comisión Mixta, señor Senador.
El señor OTERO.— Por lo mismo. No doy mi acuerdo. Insisto en que cada situación debe ser objeto de las explicaciones necesarias.
El señor HORMAZÁBAL.— Señor Presidente, ¿a qué iniciativa se está refiriendo el Honorable señor Otero?
El señor OTERO.— A la de la violencia intrafamiliar, que amerita un debate bastante extenso. Cabe advertir que en la Comisión Mixta fue rechazado todo el texto propuesto por el Senado. Y, por lo tanto, antes de proceder a votar este informe, en un sentido u otro, la Sala debe contar con todos los antecedentes.


En contra del texto de la Cámara de Diputados se pronunciaron todos los Senadores, menos el Honorable señor Vodanovic; pero fue el que la Comisión Mixta, en definitiva, aprobó, con algunas modificaciones. Y algunas de esas normas suscitan dudas bastante serias y graves, incluso de constitucionalidad.


Por consiguiente, me parece que un proyecto de esta naturaleza no puede tratarse diciendo: "Señores Senadores, aquí hay un informe de Comisión Mixta; votémoslo". Si se pretende hacer eso, señor Presidente, repito que no doy el acuerdo para agregarlo extraordinariamente en esta sesión especial.
El señor HORMAZÁBAL.— Señor Presidente, me parece que la opinión del Senador señor Otero es clara. Y, como está en su derecho al oponerse, no puede verse esa materia en esta oportunidad.
El señor URENDA (Vicepresidente).— Me informa Secretaría que había acuerdo para tratar estos dos informes de Comisiones Mixtas. Si es un error,...
El señor OTERO.— Perdón, señor Presidente. Se habló de informes de Comisiones Mixtas, y no se individualizó a cada uno de ellos. Luego, cuando esto se hizo, hemos manifestado ser contrarios a ocuparnos en el recaído en el proyecto sobre violencia intrafamiliar, por las razones recién expuestas. Ahora, por no presentar problemas, no objetamos aquel que acaba de aprobar la Sala.
El señor HORMAZÁBAL.— No se puede ver el otro, entonces.
El señor CANTUARIAS.— Queda para marzo.
El señor LARRE.— Pido la palabra, señor Presidente.
El señor URENDA (Vicepresidente).— Puede hacer uso de ella, Su Señoría.
El señor LARRE.— Señor Presidente, cabría pronunciarse sobre el proyecto que regula el establecimiento de criaderos de ganado en áreas cercanas a localidades rurales, el cual podría ser aprobado sin mayor discusión.
El señor HORMAZÁBAL.— ¿Me permite, señor Presidente?
El señor URENDA (Vicepresidente).— Tiene la palabra, señor Senador.
El señor HORMAZÁBAL.— Señor Presidente, debe recordarse la solicitud del Honorable señor Siebert en cuanto a tratar el proyecto sobre fomento de la inversión privada en obras de riego y drenaje, cuya aprobación en general será respaldada por el Comité Demócrata Cristiano.


Incluso, en su oportunidad anuncié que hay indicaciones del Presidente de la República, presentadas luego de aceptar una proposición de algunos señores Senadores para perfeccionar la iniciativa.
El señor URENDA (Vicepresidente).— Si hubiere acuerdo de la Sala, veríamos a continuación este proyecto.


Acordado.

INVERSIÓN PRIVADA EN RIEGO Y DRENAJE
El señor URENDA (Vicepresidente).— Proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 18.450, sobre fomento de la inversión privada en obras de riego y drenaje, originado en mensaje del Presidente de la República y con urgencia calificada de "suma", el que cuenta con informe de las Comisiones de Obras Públicas y de Agricultura, unidas, y de la Comisión de Hacienda.


—Los antecedentes sobre el proyecto figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 14a, en 16 de noviembre de 1993.


Informes de Comisión:


Obras Públicas y Agricultura, unidas, sesión 29a, en 25 de enero de 1994.


Hacienda, sesión 29a, en 25 de enero de 1994.
El señor EYZAGUIRRE (Secretario).— Las Comisiones unidas, que aprobaron en general el proyecto por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señores Díaz, Jarpa, Martin, Navarrete, Siebert, Sinclair, Sule y Zaldívar, proponen diversas modificaciones al texto de la Cámara de Diputados.


La Comisión de Hacienda, por su parte, sugiere aprobar la iniciativa en los mismos términos en que lo hicieron las Comisiones de Obras Públicas y de Agricultura, unidas.


Asimismo, el Presidente de la República ha presentado indicaciones al proyecto.
El señor URENDA (Vicepresidente).— En discusión general el proyecto.


Ofrezco la palabra.


Tiene la palabra el Honorable señor Siebert.
El señor SIEBERT.— Señor Presidente, tal como se ha dicho, el proyecto fue estudiado por las Comisiones de Obras Públicas y de Agricultura, unidas. A las sesiones se invitó al Presidente de la Confederación de Canalistas de Chile, a un abogado de la Sociedad Nacional de Agricultura y a dos representantes de la Comisión Nacional de Riego (ésta se halla integrada por seis Ministerios).


En el mensaje se indica que la iniciativa está destinada a modificar la ley N° 18.450, que incentiva la inversión privada en obras de riego y drenaje, para hacer de ella un instrumento funcional a las nuevas políticas de fomento del riego.


Agrega que se extiende el período de vigencia de dicho texto legal hasta el 1° de enero de 1998 —rige hasta el 1° de enero de 1995, luego de que la Ley de Presupuestos para el año en curso aumentó su vigencia en un año—, destacando que el Banco Mundial ha otorgado al Gobierno de Chile un préstamo condicionado a que una parte importante de él se destine a la inversión en obras menores de riego, a través de la aplicación de la ley N° 18.450.


El proyecto del Ejecutivo contemplaba una disposición que facultaba al Presidente de la República para prorrogar la vigencia de esa normativa por cuatro años adicionales. Este punto se discutió en las Comisiones, y entiendo que motivó la indicación del Ejecutivo a que se ha hecho referencia, la cual —entiendo— propone aumentar el período de vigencia a catorce años.


Durante la discusión general de la iniciativa, el señor Secretario Ejecutivo de la Comisión Nacional de Riego hizo una interesante exposición de los objetivos de la misma, destacando que la ley N° 18.450 fue publicada en 1985 y comenzó a regir a contar del 1° de enero de 1986.


Añadió que el Estado, desde hace ocho años a esta fecha, ha bonificado hasta en 75 por ciento el costo de construcción y de reparación de obras de riego o de drenaje y las inversiones en equipos y elementos de regadío, incrementando el área de riego, mejorando el abastecimiento de agua en superficies regadas en forma deficitaria y habilitando suelos de mal drenaje.


Señaló, asimismo, que el Estado ha contribuido con importantes subsidios a la ejecución de un sinnúmero de proyectos de riego menores, intraprediales, de puesta en riego y de reparación de canales de conducción y de mejoramiento de métodos de riego.


En el período 1986-1989 —añadió—, los subsidios alcanzaron a un millón 591 mil unidades de fomento, con un costo total de obras de 3 millones 146 mil unidades de fomento, un incremento en la superficie regada de 303 mil hectáreas y un total de 877 empresarios agrícolas beneficiados.


Resulta interesante destacar en este punto que la ley en comento aumentó la superficie regada del país en aproximadamente 25 por ciento.


El señor Secretario Ejecutivo informó, también, que en el período 1990-1993 se ha llamado a 37 concursos y bonificado proyectos por un millón 642 mil unidades de fomento, lo que representa un valor de obra de 3 millones 163 mil unidades de fomento, con beneficio de 200 mil hectáreas de nuevo riego.


Parte de estos concursos —indicó— fue destinada a concursos campesinos (15 en total), con 900 mil unidades de fomento de subsidio, en beneficio de 107 mil hectáreas y de 22 mil 351 familias campesinas.


Agregó que existe consenso sobre la necesidad de extender la vigencia de la ley 18.450 y el creciente interés por acceder a sus beneficios.


Hizo ver que la experiencia adquirida en los años de aplicación de la ley ha puesto de manifiesto la conveniencia de extender su vigencia y la necesidad de introducirle las adecuaciones indispensables para hacer de ella un instrumento funcional a las nuevas políticas de fomento al riego y drenaje que está impulsando el Gobierno —con las que, dicho sea de paso, coincidimos plenamente— y a la reconversión agrícola (de la cual tanto se habla) de las zonas deprimidas del país.


Las Comisiones unidas aprobaron un texto de dos artículos permanentes —el primero de ellos contiene 13 numerales— y uno transitorio, que introducen diversas modificaciones a la ley en vigor. Entre éstas, cabe mencionar las siguientes.


En primer lugar, se extiende la vigencia de la ley hasta el 1° de enero de 1998, lo cual cambiará de aprobarse la indicación que ha presentado el Ejecutivo.


En seguida, se permite que accedan a la bonificación por riego las comunidades previstas en el Código de Aguas, incluidas aquellas que "hayan iniciado su proceso de constitución"; se modifica el límite máximo de la bonificación por riego en la forma indicada; se disminuye el límite de incompatibilidad de la bonificación con las establecidas en otros textos legales; se dispone que "cualquier persona" —esta enmienda se introdujo en las Comisiones— "podrá iniciar la construcción de un proyecto de riego, siempre que el mismo sea previamente inscrito en la Comisión Nacional de Riego, para ser presentado posteriormente a un concurso especial a que llame la Comisión."; asimismo se modifica en aspectos significativos el sistema de puntaje para la selección de los proyectos susceptibles de bonificación.


Por las razones expuestas, solicito a la Sala que tenga a bien aprobar en general el proyecto de ley, ya que viene respaldado por la unanimidad de las Comisiones de Obras Públicas y Agricultura, unidas, y de Hacienda. Igualmente, sugiero que se establezca como plazo para presentar indicaciones el jueves 17 de marzo.
El señor URENDA (Vicepresidente).— Tiene la palabra el Honorable señor Díaz.
El señor DÍAZ.— Señor Presidente, deseo destacar que la ley N° 18.450 fomenta también la inversión privada en drenaje. Ello, porque, a raíz de la sequía que afecta a Petorca y otras zonas, lo que se está haciendo es drenar, a fin de transformar verdaderos pantanos o vegas en tierras aptas para la agricultura.


Durante los ocho años de aplicación de la ley, el Estado ha bonificado hasta en 75 por ciento el costo de construcción y reparación de obras de riego o de drenaje, así como las inversiones en equipos y elementos de regadío, incrementando en forma importante el área de riego y mejorando las tierras deficitarias de agua.


Son cifras impactantes. En los primeros cuatro años de vigencia (enero de 1986 hasta diciembre de 1989), los subsidios alcanzaron a un millón 591 mil unidades de fomento —esto es, casi 17 mil millones de pesos—; el costo total de las obras, a 3 millones 146 mil unidades de fomento —o sea, 33 mil 467 millones 148 mil pesos—, con un incremento en superficie regada de 303 mil hectáreas y un total de 877 empresarios agrícolas beneficiados.


En los últimos cuatro años no se ha hecho menos, en un proceso de continuidad, ya que —así se ha entendido— se trata de una obra de Estado y no de Gobiernos: se han bonificado proyectos por un millón 642 mil unidades de fomento, incorporándose al riego alrededor de 200 mil hectáreas.


Tal como señaló el Senador señor Siebert, quince de los concursos a que se ha llamado han sido destinados a campesinos, beneficiando a 107 mil hectáreas y a más de 22 mil familias.


Los indiscutidos beneficios obtenidos en los ocho años de aplicación de la ley 18.450 constituyen el mejor aval para aprobar el proyecto en estudio, que pretende extender su vigencia a doce —ahora se habla de un período mayor—, introduciéndole las adecuaciones necesarias para hacer de ella un instrumento funcional a las nuevas políticas de fomento al riego y a la reconversión agrícola de las zonas más pobres.


El estudio efectuado por la Comisión Nacional de Riego durante dos años y la opinión de entidades involucradas en el tema —Sociedad Nacional de Agricultura, Confederación de Canalistas de Chile, etcétera— aconsejan aprobar la iniciativa.


Hay dos puntos que vale la pena recalcar.


El tope de 12 mil unidades de fomento fijado para el costo de las obras y el monto de las inversiones se amplía a 24 mil en caso de que "los postulantes sean organizaciones de usuarios definidas en el Código de Aguas o comunidades de aguas que hayan iniciado su proceso de constitución". Es decir, tales postulantes podrán presentar proyectos hasta por 255 millones de pesos, suma bastante significativa.


El otro punto que deseo tocar dio origen a un gran debate en las Comisiones unidas de Obras Públicas y de Agricultura, como recordará su Presidente: el requisito de ser pequeño productor agrícola para recibir una bonificación máxima de 75 por ciento.


De acuerdo con la Ley Orgánica del Instituto de Desarrollo Agropecuario, es tal "aquel que explota una superficie no superior a 12 hectáreas de Riego Básico, cuyos activos no superen el equivalente a 3.500 Unidades de Fomento," —esto es, poco más de 37 millones de pesos— "que su ingreso provenga principalmente de la explotación agrícola, y que trabaje directamente la tierra, cualquiera sea su régimen de tenencia.".


Algunos señores Senadores son partidarios de eliminar esta restricción, a fin de que el beneficio alcance a todo tipo de agricultores, sin calificación, y de que más bien responda a características de iniciativa y capacidad empresariales.


En mi opinión, el punto es controvertible y debería analizarse. Pero debemos tener en cuenta dos factores. Primero, el sentido del proyecto es, claramente, favorecer a las organizaciones de comunidades agrícolas, para las que resulta tan necesaria el agua. Y segundo, los recursos, si bien importantes, no son ilimitados. Entonces, la tendencia es a privilegiar a los pequeños y medianos agricultores, y sobre todo a los que se han asociado para conseguir el gran beneficio del agua.


Si a diario leemos noticias prácticamente catastróficas respecto de Petorca y otras zonas del Norte Chico, las cuales —según se dice— están perdiendo 600 mil cabezas de ganado caprino, y sabemos cada año de regiones donde por falta de agua mueren de hambre las diversas especies de ganado, me parece que toda ayuda que se otorgue en este ámbito es buena.


Por otra parte, lo que se ha logrado con un plan tan ambicioso al incorporar a la agricultura una cantidad muy significativa de hectáreas explica claramente las ventajas del proyecto. Y recalco los beneficios que el drenaje implica para la zona sur —porque siempre que se habla de planes de riego se cree que sólo tienden a favorecer a los sectores del Norte Chico—, especialmente para Valdivia y Temuco, donde el drenaje eficiente ha permitido incorporar cientos de hectáreas al cultivo y a la reconversión agrícola.


Me parece que el proyecto contiene una ventaja innegable desde los puntos de vista social y económico. Sobre todo, va a posibilitar la reconversión de los terrenos de "rulo" —así los llamábamos antes; hoy los denominan de "secano"; pero es lo mismo—, que, indudablemente, serán los más favorecidos.


Cuando nos referimos a la "reconversión agrícola", algunas personas lo toman con sorna, pues no entienden lo que significa. Si, por ejemplo, vivo en el secano o rulo costero, donde lo único que puedo sembrar es trigo, y se me da la posibilidad, a través de un sistema de riego, de plantar cualquier tipo de frutal y transformar un erial en un vergel, seré uno de los grandes beneficiados, al igual que las 22 mil familias ya mencionadas, cifra que podría duplicarse en el curso de los próximos años.


La iniciativa resulta muy conveniente, y me parece que la voluntad de los señores Senadores es aprobarla por unanimidad.


He dicho.
El señor URENDA (Vicepresidente).— Tiene la palabra el Honorable señor Hormazábal.
El señor HORMAZÁBAL.— Precisamente, quería pedir que la Sala aprobara la iniciativa por unanimidad. Creo que la exposición sobre la finalidad del proyecto ha sido clara; la discusión general está abierta. En cuanto al plazo para presentar indicaciones propuesto por el Senador señor Siebert, el Comité Demócrata Cristiano le da su acuerdo.


Sólo quiero destacar y agradecer la gentileza del Ministro de Hacienda, señor Alejandro Foxley, quien, al serle planteada nuestra preocupación sobre el tema, envió la indicación que amplía el plazo de vigencia de la ley 18.450, que tan positivos efectos ha tenido en el país.


—Se aprueba en general el proyecto y se fija plazo para presentar indicaciones hasta el 17 de marzo, a las 12.

MODIFICACIÓN DE LEY GENERAL DE 

TELECOMUNICACIONES
El señor URENDA (Vicepresidente).— Corresponde discutir en particular el proyecto, en segundo trámite constitucional, que introduce modificaciones a la ley N° 18.168, Ley General de Telecomunicaciones.


—Los antecedentes sobre el proyecto figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 14a, en 6 de noviembre de 1993.


Informes de Comisión:


Transportes, sesión 29a, en 25 de enero de 1994.


Hacienda, sesión 29a, en 25 de enero de 1994.


Transportes (segundo), sesión 32a, en 26 de enero de 1994.


Discusión:


Sesiones: 30a, en 25 de enero de 1994 (se aprueba en general).
El señor URENDA (Vicepresidente).— Solicito autorización de la Sala para que puedan acompañar al señor Ministro el Subsecretario de Telecomunicaciones, don Roberto Pliscoff, y el Asesor señor Gregorio San Martín.


—Se accede.
El señor URENDA (Vicepresidente).— Está en poder de los señores Senadores el segundo informe de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones.


Sugiero suspender por algunos minutos la reunión, a fin de que Sus Señorías tengan oportunidad de leer el informe, para posteriormente debatirlo.
El señor ZALDÍVAR.— ¿Me permite, señor Presidente?
El señor URENDA (Vicepresidente).— Tiene la palabra Su Señoría.
El señor ZALDÍVAR.— Señor Presidente, me parece que podemos visualizar el contenido del informe en el momento de la discusión.


Hemos prolongado excesivamente la sesión. Hay sólo un artículo —el 26— que debe ser votado con quórum de ley orgánica constitucional. Y si no debatimos inmediatamente el proyecto, podemos sufrir un traspié.


Como se trata de una iniciativa que ya se discutió en general, que fue objeto de primer y segundo informes de la Comisión de Transportes y que está informado por la de Hacienda, propongo  —he conversado con otros señores Senadores al respecto— dar por aprobados todos los artículos, salvo los que tengan indicación renovada, sobre los cuales habría que pronunciarse, votando, sí, en primer lugar el artículo 26, que requiere quórum especial.
El señor LARRE.— Señor Presidente, a mi juicio sería la mejor forma de operar.


En verdad, el proyecto —tal como manifestó el señor Senador que me antecedió en el uso de la palabra— fue debatido ampliamente en general; permaneció largo tiempo en la Comisión de Transportes, y han participado en su discusión varios señores Senadores. Hay numerosos preceptos aprobados por unanimidad. Entonces, podríamos votar las indicaciones renovadas, considerando también que uno de los artículos requiere quórum especial.


Por lo tanto, pido que la Secretaría inicie de inmediato la relación de los acuerdos a fin de que, mientras tanto, quienes no conocen el informe en plenitud puedan revisarlo, para posteriormente empezar a votar.
El señor ALESSANDRI.— ¿Me permite, señor Presidente?
El señor URENDA (Vicepresidente).— Tiene la palabra Su Señoría.
El señor ALESSANDRI.— Señor Presidente, entiendo que se requiere quórum de ley orgánica constitucional sólo respecto del artículo 26. Por lo tanto, como varios señores Senadores se están retirando de la Sala y probablemente no se reúna ese quórum, propongo —tal como lo sugirieron los señores Senadores que me antecedieron en el uso de la palabra— votar primero dicho precepto y luego dar por aprobados todos los artículos acogidos por unanimidad.
El señor URENDA (Vicepresidente).— Debemos empezar por dar cuenta del contenido del informe, señor Senador, para posibilitar una Versión Taquigráfica racional de lo aprobado.


Me parece que existe el ánimo de tratar rápidamente la iniciativa, atendidas las circunstancias de que casi todos los artículos, salvo uno, fueron acogidos por unanimidad y de que sólo el artículo 26 requiere quórum especial.
El señor HORMAZÁBAL.— Señor Presidente, el Ejecutivo reiteró en el segundo informe la indicación que permite que el Fondo que se crea pueda cobrar un derecho de acceso, sobre el cual hicimos una larga exposición en la sesión de ayer. Y, en el espíritu de facilitar el despacho del proyecto, yendo a lo sustantivo, me ha planteado que esa idea, que sigue siendo muy valiosa, la incorporaría en el proyecto de Telecomunicaciones III.



Por mi parte, no he querido insistir en el punto. Sólo me limitaré a votar. No he renovado la indicación. Sí debo aclarar, para la tranquilidad de mis Honorables colegas, que, en consecuencia, no repetiré mi alegato de ayer. Pero sigo pensando exactamente lo mismo.
El señor URENDA (Vicepresidente).— Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor EYZAGUIRRE (Secretario).— La Comisión de Transportes y Telecomunicaciones deja constancia en su segundo informe de lo siguiente:


1.— Artículo del proyecto que debe ser votado con quórum de ley orgánica constitucional: artículo 26, comprendido en el numeral 5 del artículo 1°.


2.— Artículos del proyecto contenidos en el primer informe que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones: N° 2 (artículo 10); N° 2a.-; N° 7 (artículo 30 E); N° 8 (artículo 30 F) y N° 9 (artículo 30 G), todos del artículo 1° del proyecto; artículo 3°; artículo 2° transitorio; artículo 4° transitorio; artículo 6° transitorio y artículo 7° transitorio.


—Se aprueban conforme al artículo 124 del Reglamento.
El señor EYZAGUIRRE (Secretario).— 3.— Artículos modificados como consecuencia de indicaciones aprobadas: artículos 1°, números 1a, 1b y 1c, nuevos; N° 3, artículo 24 bis; N° 4, artículo 25; N° 5, artículo 26; N° 5a nuevo; N° 6, artículo 28 F; artículo 28 I, N° 10, artículo 36 bis, todos del artículo 1°; artículo 2°; artículos 1°, 3° y 5° transitorios, y artículo 8° transitorio, nuevo (sobre estas disposiciones debe pronunciarse el Senado).


4.— Artículos que fueron objeto de indicaciones rechazadas: N° 1 (artículo 3°), N° 26, N° 6 (artículo 28 A al 28 I) y N° 10 (artículo 36 bis), todos del artículo 1° (las indicaciones pueden ser renovadas por el Presidente de la República o por DÍEZ o más Senadores).


5.— Indicaciones aprobadas: las signadas con los números 4, 6, 10, 13, 29, 33, 44 y 45.


6.— Indicaciones aprobadas con modificaciones: las signadas con los números 5, 11, 12, 14, 15, 16, 23, 32, 34, 35 y 39.


Estos últimos números 5.- y 6.- deberían tratarse, igual que el número 3.-, entre las modificaciones propuestas por la Comisión en su segundo informe.


7.— Indicaciones rechazadas: las signadas con los números 1, 9, 17, 18, 19, 20, 21, 22, 24, 25, 26, 30, 31, 38 y 46 (para ser renovadas requieren la firma del Presidente de la República o las de DÍEZ o más señores Senadores).


8.— Indicación declarada inadmisible: la signada con el número 28.


9.— Indicaciones retiradas: las signadas con los números 2, 3, 7, 8, 27, 36 y 37.


10.— Indicaciones fusionadas: las signadas con los números 40-41 y 42-43 (éstas se considerarán entre las enmiendas, junto con los números 3.- 5.- y 6.- ya mencionados).
El señor VALDÉS (Presidente).— En discusión particular el proyecto.
El señor EYZAGUIRRE (Secretario).— Corresponde tratar en primer lugar —como aquí se señaló— el artículo 26, contenido en el numeral 5 del artículo 1°. Para aprobarlo se necesita quórum de ley orgánica constitucional, esto es, 26 votos afirmativos.


—Se aprueba, dejándose constancia, para los efectos del quórum constitucional requerido, de que emitieron pronunciamiento favorable 28 señores Senadores.
El señor EYZAGUIRRE (Secretario).— La Honorable señora Feliú ha renovado indicación —incluye las signadas con los números 17, 18, 19 y 22— para suprimir el número 6 del artículo 1°.
El señor VALDÉS (Presidente).— En discusión la indicación renovada.


Tiene la palabra el Senador señor Hormazábal.
El señor HORMAZÁBAL.— Señor Presidente, me había hecho el propósito —como acto de contrición, podríamos decir— de no debatir nuevamente el punto, como una manera de despachar rápidamente el proyecto, pero la indicación de la Honorable colega —la presentó haciendo uso de su derecho, por supuesto— entra a cuestionar un elemento esencial de la iniciativa, como lo es el Fondo de Desarrollo de las Telecomunicaciones, al cual ya la mayoría de la Comisión negó el financiamiento que le proporcionarían los derechos de acceso.



Por lo tanto, haría de nuevo una petición formal para mantener a dicho Fondo, que ahora sólo contará con los recursos previstos en la Ley de Presupuestos y otros aportes, y despachemos esta iniciativa con altura de miras. Y sin el ánimo de ejercer una presión ilícita sobre mi estimada colega la Senadora señora Feliú, le solicito que retire su indicación, a fin de que contenga, por lo menos, un sesgo social y no sólo un elemento que favorece el desarrollo y estrategias comerciales de las grandes empresas de telecomunicaciones.
El señor VALDÉS (Presidente).— Tiene la palabra el Honorable señor DÍEZ.
El señor DÍEZ.— Señor Presidente, quiero referirme a la indicación renovada de la Honorable señora Feliú, que corresponde a otras que el Senador que habla también presentó, y explicar a la Sala el sentido de ellas.


Nosotros somos partidarios de la extensión de la telefonía rural, pero creemos que el sistema ideado en el proyecto camina en dirección contraria a la de la modernidad del país y a la eficiencia.


En efecto, la experiencia indica que el desarrollo de la electrificación y del agua potable rurales se ha materializado, en gran medida, por la aplicación en el país del Fondo Nacional de Desarrollo Regional, y ya existe un sistema, un procedimiento y una tradición para efectuar esas obras, muy similares a la extensión de la telefonía rural. En este caso, se elabora un proyecto, se presenta a la municipalidad respectiva, la que lo envía a la empresa de electricidad más cercana; los interesados efectúan sus aportes voluntarios, y el proyecto, ya calificado como viable por MIDEPLAN, es enviado al Gobierno Regional, el que, con recursos del Fondo Nacional de Desarrollo Regional, determina las prioridades y las inversiones correspondientes. De esta manera participan en el progreso, sin crear burocracia de ninguna especie, haciendo fe en el principio de regionalización del país, dando cabida en ello a la determinación de las municipalidades y de los gobiernos regionales.


Hemos pedido la supresión de esas disposiciones porque creemos que la Ley de Presupuestos debe asignar los recursos que señala el proyecto para el desarrollo de las telecomunicaciones, durante el período que la ley fije o el que se necesite. Y estos fondos, al igual que los destinados para la electrificación rural, deben ser entregados a la decisión de los gobiernos regionales y distribuidos por Regiones. Así evitamos volver a la centralización, que significa la elaboración de un proyecto y su envío a la Subsecretaría correspondiente; y hay un Consejo de Desarrollo de las Telecomunicaciones —que hoy no existe y que estamos creando—, que resuelve sin la participación ni de las municipalidades ni del gobierno regional.


No es que queramos evitar que se extiendan los servicios para favorecer intereses de determinadas compañías, como aquí se ha dicho. Todo lo contrario. Creemos que la práctica ha demostrado que la extensión de la electrificación a las zonas rurales se ha hecho mejor con este sistema, el que corresponde a la tendencia moderna de ir descentralizando y regionalizando un país, favoreciendo el otorgamiento a los consejos regionales de facultades para adoptar decisiones. De este modo, el que decide está cerca de aquel a quien afecta su determinación. Y el que precisa contar con telefonía rural, tiene la posibilidad de organizar un comité, recurrir a la municipalidad respectiva y, por su intermedio, llegar al gobierno regional para que éste convenga con las compañías correspondientes y priorice la inversión.


Por tales motivos, hemos propuesto la supresión de estos artículos. Esperamos que en la Ley de Presupuestos se consideren los fondos del caso para seguir ampliando la telefonía rural, que ya varias municipalidades, que tienen programas con las compañías locales, están haciendo. Reitero: ésta y no otra es la razón por la cual he sugerido tal supresión.


He dicho.
El señor VALDÉS (Presidente).— Tiene la palabra el señor Ministro.
El señor MOLINA (Ministro de Transportes y Telecomunicaciones).— Señor Presidente, tal como se ha señalado, y se declara en el mensaje, el proyecto del Ejecutivo persigue dos objetivos fundamentales: primero, generar claras condiciones de competencia, que contribuyan a mejorar la calidad del servicio y permitan a los usuarios contar con tarifas cada vez más accesibles. El articulado   —el más importante, el 26, ya fue aprobado en esta misma sesión— tiende a ello; y, segundo, crear un instrumento para superar nuestra carencia de expansión de redes telefónicas, fundamentalmente en aquellos segmentos del mercado donde la experiencia, contrariamente a lo señalado por el Honorable señor DÍEZ, nos está demostrando, con suma claridad, que las empresas, a falta de reglas precisas e incentivos, no están penetrando. Hay un peligroso aumento de la concentración de nuestra red telefónica en los sectores urbanos donde viven quienes utilizan las llamadas de larga distancia, sean nacionales o internacionales, y cuyos mayores ingresos les permiten acceder a la telefonía pública o local. Y no ocurre así en amplias zonas de nuestro país, particularmente en provincias y lugares marginales donde ya los estratos sociales de menores ingresos están teniendo dificultades para disponer del teléfono.


¿Qué es lo que ocurre? Que, al no existir reglas claras, las empresas necesitan contar con señales de parte del Estado en el sentido de que existe un instrumento que les permite concursar.


Al leer el articulado, los señores Senadores podrán advertir que se trata de concursos de proyectos que se adjudican las empresas que aspiran a menos cantidad de subsidio, con lo cual generamos una competencia entre las empresas que, por el solo hecho de ganar un concurso, obtendrán una concesión que las habilita para prolongar su actividad en ese sector rural o urbano marginal.


No se trata entonces de que el Ejecutivo —y esto quiero dejarlo muy en claro— pretenda la creación de fondos como éste cuando puede recurrir para los mismos efectos al Presupuesto de la Nación. El problema radica en que en la práctica —lo hemos comprobado empíricamente— esto no está ocurriendo así. Chile, de acuerdo con su desarrollo, tiene un déficit en este aspecto: cuenta con 12 líneas por cada 100 habitantes, en circunstancias de que puede aspirar a 20. Y esta carencia adquiere mayor relevancia en los sectores rurales y urbanos marginales.


Dicho instrumento —que, por lo demás, no obliga a nadie por cuanto, hasta el momento, se financiará con los recursos generales de la nación y, por tanto, el Parlamento, al aprobar la Ley de Presupuestos, decidirá su monto—, en virtud de la competencia entre las empresas— las que en función de sus estrategias comerciales tratarán, para ganar el concurso, de proponer el mínimo de subsidio proveniente del Fondo— nos asegura que esos sectores postergados del país puedan acceder al teléfono.


Por eso, señor Presidente, creo que estamos en presencia de una decisión muy importante.
El señor DÍEZ.— ¿Me permite una interrupción, señor Ministro, con la venia de la Mesa?
El señor MOLINA (Ministro de Transportes y Telecomunicaciones).— Sí, señor Senador.
El señor VALDÉS (Presidente).— Tiene la palabra Su Señoría.
El señor DÍEZ.— Señor Ministro, yo concuerdo con la idea fundamental, que es ampliar la telefonía a sectores rurales. Y como Senador de una extensa zona rural donde hay muchos lugares de pobreza extrema, estoy al tanto de la falta de ese medio de comunicación. La diferencia radica fundamentalmente en los métodos. Uno, el método centralista: se resuelve en Santiago y se crea un Consejo que generará gastos por concepto de administración en los llamados a concursos. El otro consiste en que estos mismos concursos pueden estar a cargo de los gobiernos regionales o las municipalidades respectivas. Ésta es la única diferencia fundamental. ¿Quién toma la decisión de asignar los proyectos y de invertir los fondos correspondientes? ¿El Gobierno central o los gobiernos regionales?


Cuando dictamos la Ley de Regionalización adquirimos un compromiso ante el país. Y todos los chilenos han oído al propio Presidente electo referirse a la necesidad de profundizar la regionalización, lo que significa tenerla presente cada vez que estudiemos una legislación, a fin de evitar la centralización de las decisiones y las inversiones. En consecuencia, en la Ley de Presupuestos podremos disponer de estos recursos, incluir las mismas disposiciones y entregar estas decisiones a los municipios y a los gobiernos regionales.


Ésta y no otra es la intención que nos movió a sugerir la supresión de estos artículos. En todo caso, dejamos constancia de nuestra satisfacción por la preocupación del Gobierno de extender la telefonía rural. Lo que aquí tenemos es una diferencia de conceptos acerca de la administración de este mismo Fondo.
El señor VALDÉS (Presidente).— Puede continuar el señor Ministro.
El señor MOLINA (Ministro de Transportes y Telecomunicaciones).— Sólo quiero agregar lo siguiente, y sin ánimo de polemizar sobre el punto con el señor Senador.


Efectivamente, hay una diferencia de criterio, y ésta consiste en que tenemos la certeza de que las cosas no están ocurriendo como lo piensa Su Señoría.
El señor DÍEZ.— Porque no existen los recursos.
El señor MOLINA (Ministro de Transportes y Telecomunicaciones).— Lo que ocurre en la práctica es que, por un lado, las empresas, al no tener el incentivo de ganar una concesión para poder competir en un área determinada, no se interesan en acceder a ella, y, por otro, los Consejos Regionales tienen un sinnúmero de demandas tal vez de igual importancia que la telefonía.


Todos sabemos de las carencias que sufren las regiones. Pero, a diferencia de lo que ocurre con otros servicios, tenemos la comprobación de que la prestación de las telecomunicaciones genera, por sí mismo, niveles de desarrollo que otras entidades no producen. A pesar de ser muy importante la electricidad, la pavimentación y la salud, la constatación planetaria demuestra que la llegada del teléfono mejora la calidad de vida del conjunto de la comunidad de una manera impresionante. Por lo tanto, necesitamos atacar un punto preciso de esta angustiosa realidad, a fin de satisfacer importantes demandas existentes en las regiones. Y para eso se requiere de un instrumento. Y si a este instrumento no está adosado un tributo      —como se ha resuelto hasta ahora—, ya habrá otra oportunidad de considerarlo más adelante. Pero lo que necesitamos es un método. Y éste se halla constituido por el Fondo. Anualmente hará un listado de los proyectos específicos propuestos por las municipalidades, por los Consejos Regionales, por las juntas de vecinos, eventualmente a través de una municipalidad. O sea, no es cierto que aquí exista una posición centralista. Por el contrario, sabemos exactamente dónde están las carencias. Nuestro Ministerio no desconoce dónde hay que realizar proyectos, pero no hemos podido ejecutarlos. Por lo tanto, el instrumento es un elemento clave para atacar el problema.


En síntesis, señor Presidente, ésas son las razones que llevaron al Gobierno a insistir en esta materia.


Además, debo recordar que en las dos oportunidades en que se ha tratado este punto, no sólo en la Cámara de Diputados, sino también en la Comisión de Transportes del Senado, ha sido objeto de una discusión que ha terminado con una decisión unánime de parte de los señores Parlamentarios.


Muchas gracias.
El señor LARRE.— Pido la palabra.
El señor DÍEZ.— Pido la palabra.
El señor LAVANDERO.— ¿Me permite, señor Presidente?
El señor VALDÉS (Presidente).— Estaba inscrito primero el Honorable señor Larre, de modo que tiene la palabra.
El señor LARRE.— Gracias, señor Presidente. Seré muy breve.
El señor VALDÉS (Presidente).— El Honorable señor Lavandero está inscrito después,
El señor LARRE.— Señor Presidente, tengo la impresión de que existe una confusión de conceptos. Aquí se está creando un Fondo para aportar más recursos para desarrollar la telefonía a lo largo de todo el país, especialmente en las áreas rurales, pero también en los sectores más modestos de los centros urbanos. Sin lugar a dudas estos recursos se van a sumar a los del Fondo Nacional de Desarrollo Regional, que es un todo en el país que se reparte a través de las regiones. Está cuantificado en el Presupuesto de la Nación. De modo que el Fondo que ahora se propone permitirá adicionar más recursos para el desarrollo regional, específicamente en el rubro de la telefonía.


Ahora bien, ¿por qué voté a favor del informe? Porque muy a menudo en las regiones se desconocen las oportunidades que hay para concursar en proyectos. Y me parece que con esta normativa se abre una oportunidad más para destinar los recursos propios de las regiones a proyectos que van en beneficio del interés general.


En la Comisión fuimos muy explícitos en el sentido de que pudieran participar las municipalidades, los centros de padres y apoderados, las juntas de vecinos y los centros que están alrededor de las postas rurales de primeros auxilios.


Es más. A insinuación nuestra, se estableció, en el artículo 28 B, que los profesionales que integrarán el Consejo de Desarrollo de las Telecomunicaciones deberán tener una representación regional, precisamente para defender el interés de las regiones y para velar porque estos fondos se destinen a financiar la instalación de telefonía en centros sociales de los sectores rurales, como las escuelas-internados, las postas de primeros auxilios, los consultorios rurales y otros entes poblacionales que se formen en las zonas rurales.


Pido al Honorable colega que ha formulado un planteamiento muy de fondo sobre cómo se emplean los recursos regionales que se sume a nuestra voluntad de dar una oportunidad más y de ofrecer una señal, para que las regiones tengan la posibilidad de concursar en proyectos. Así, los propios interesados podrán hacer aportes que hagan más efectivo este Fondo financiado por el erario.


Concluyo mis palabras invitando a los señores Senadores a aprobar, al igual que en la Comisión, la creación del Fondo de Desarrollo de las Telecomunicaciones. Sin perjuicio de haber sido partidario de rechazar una parte del financiamiento, creemos fundamental contar con este Fondo.


He dicho.
El señor VALDÉS (Presidente).— Tiene la palabra el Honorable señor Hormazábal.
El señor HORMAZÁBAL.— Señor Presidente, en el ánimo de puntualizar sólo algunos elementos sustantivos, creo que se ha descrito adecuadamente el sentido del Fondo y la idea que está en juego.


Algunas de las sugerencias del Honorable señor DÍEZ resultarían apropiadas a mi juicio en una fase posterior. Pero, como lo ha recordado aquí el Honorable señor Larre, hay una adecuada participación de elementos de las regiones en una primera fase de la puesta en marcha de un método o sistema que puede funcionar. De modo que no quiero abundar más en el tema, porque me parece apropiada la forma en que la Comisión lo resolvió.


Por si acaso, deseo explicitar ante el Senado que con mis palabras anteriores no tuve la intención de responsabilizar a algún señor Senador o señora Senadora de estar de alguna manera vinculado a las empresas telefónicas. No he dicho eso. Creo que todos nos relacionamos con ellas a través de los servicios que nos prestan.


Desde la perspectiva gruesa, estimo que aquí se ha desnaturalizado el sentido del Fondo. Yo soy de aquellos que creen que "por sus obras los conoceréis". Y el hecho básico es que en todas partes se ha dicho que hace falta llevar la telefonía a las zonas rurales. Pero ocurre que, con los votos de los distintos colegas de la Oposición, las compañías telefónicas que prestan servicios de larga distancia internacional van a seguir manejando incólumes, una sobrerrentabilidad, que en 1991 fue de 80 millones de dólares. Y seguramente, los ejecutivos de ENTEL, de la CTC y de CHILESAT estarán muy contentos porque el Senado de la República rechazó el artículo 28 I bis, nuevo, que, de estas sobreutilidades, permitía destinar una suma cercana a los 14 millones de dólares al año para financiar la solución de carencias que todos decimos que existen.


Sin perjuicio de respetar los derechos de cada uno, ésta es una materia respecto de la cual tendremos que responder ante la ciudadanía. No basta con hablar de que hay pobreza y carencias, y de que es necesario abordar tales o cuales problemas, pues, cuando están los recursos y la forma de financiamiento, la respuesta es negativa.


Entonces, si se dijera: "Aquí se trata de expropiar indebidamente", yo quiero exponer un argumento que ayer no di. Cuando se asignen proyectos subsidiables, la respectiva empresa concesionaria se queda con los elementos financiados por el Fondo. Es decir, incorpora a su patrimonio postes, líneas o cualquier otro tipo de equipos pagados con recursos del Fondo. Y ello no me produce ningún problema moral, porque encontraba simetría, armonía, con el cobro, por derecho de acceso, de 0,2 dólar por minuto de las llamadas de larga distancia que entran a Chile. Por eso, no me provocaba ninguna dificultad el hecho de que se pudieran quedar con los equipos y con la inversión que deban efectuar, pagos de remuneraciones y otros ítem para la gente que ejecute esas tareas.


Entonces, ¡por favor, estimados colegas! Todos somos adultos y responsables. Todos tratamos de legislar por el interés de Chile. Pero aquí, sin ánimo peyorativo, quiero decir que los pueblos de la Cuarta Región y otros de Chile se quedan esperando, porque, por los votos de la Oposición, la llamada desesperada para que les instalen teléfonos contesta ocupado. Y los ejecutivos de estas empresas seguirán pensando en qué invertir esos 80 millones de dólares o más que aquí graciosamente les hemos seguido manteniendo.


Tengo la esperanza de que en el tercer trámite en la Cámara de Diputados se pueda hacer algo, y que el verano, la calma y el relax nos permitan llegar a marzo con la vocación de hablar de los problemas. Y cuando tengamos que sacar la plata, la obtengamos de los que tienen para resolver los problemas de los que nada tienen.


He dicho.
El señor VALDÉS (Presidente).— Tiene la palabra la Honorable señora Feliú.
La señora FELIÚ.— Señor Presidente, en este proyecto de ley se reconoce la existencia de la necesidad pública de que el Estado provea en alguna medida la instalación de teléfonos en las zonas rurales, apartadas y más pobres. Y como producto de este reconocimiento se crea un Fondo. La creación de un fondo significa asignar recursos de manera obligatoria por una ley de carácter permanente para satisfacer una necesidad. Esto es, se rompe el principio de priorización de la Ley de Presupuestos. Yo miro con verdadera alarma este sistema de crear fondos con recursos del Estado, porque la verdad es que estamos desnaturalizando la Ley de Presupuestos. Y, para ser realmente consecuentes con las verdaderas necesidades del país, podrían presentarse leyes que reconozcan las necesidades en salud, en educación y otras que son básicas y que son las que deben ser analizadas año a año. Y como no se ha legislado sobre esas materias, a nadie se le ha ocurrido crear los fondos correspondientes.


Quiero solamente recordar que las últimas leyes despachadas crean Fondos, como los relativos a discapacitados, a protección, fomento y desarrollo de los indígenas y a bases del medio ambiente. En todos sucede lo mismo. Se reconoce una necesidad y se establece un Fondo que financie su satisfacción.


¿Cuál es el sistema normal de asignación de recursos? La Ley de Presupuestos de la Nación. ¿Quién debe administrar estos recursos y quién debe satisfacer la necesidad reconocida por ley? Los organismos pertinentes del Estado, y, si no existen, derechamente hay que crearlos; pero no hacerlo de manera subrepticia u oculta, como se hace en este proyecto de ley. La pregunta que cabría hacer es la siguiente. ¿Existen hoy en nuestra institucionalidad organismos con posibilidades de ejecución en esta materia y que disponen del financiamiento correspondiente? La respuesta sería afirmativa: están los gobiernos regionales, los municipios y el FOSIS.


Cuando se crean muchos organismos para hacer las cosas, éstas no se hacen mejor, sino que peor y se gasta más. Ése es el grave inconveniente que tiene este tipo de Fondos. Al parecer, somos más felices cuando creamos un Fondo, porque pensamos que se satisfarán mejor las necesidades, pero éstas no se satisfacen mejor por las leyes, sino por los servicios prestados de manera oportuna y a un menor costo.


¿Qué ocurre en este caso? ¿Se dará respuesta a esa necesidad a través de los servicios corrientes y normales establecidos hoy en Chile? Se crea una Consejo de Desarrollo de las Telecomunicaciones. ¿Qué sucede con el Ministerio de Transportes? Acontece una cosa muy anómala. Los ministerios son organismos planificadores, evaluadores y controladores de los servicios públicos. El Ministerio de Transportes, por distintas razones que no cabe analizar aquí, está efectuando actividades directas. La Subsecretaría de Telecomunicaciones desarrolla actividades propias de un servicio del Estado. Entiendo que en la Cámara de Diputados está un proyecto de ley que crea la superintendencia de organismos prestadores de servicios de telecomunicaciones, precisamente para descargar al Ministerio y a la Subsecretaría de una función que, de acuerdo con la Ley Orgánica Constitucional sobre Bases Generales de la Administración del Estado, no le corresponde, puesto que se confunde el organismo planificador y evaluador con el ente que presta el servicio. Entonces, en este caso, aparte del problema que ya tenemos con este Ministerio, se crea todo un Consejo que evaluará los proyectos. Ahora, ¿se sentarán los señores Ministros que lo integran a evaluar proyectos y llamar a licitación? Ello no será así, aunque el señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones señale que sí, porque tendrá que haber personas que realicen tales labores, etcétera. Y esa gente debe ser pagada.


Acá aludimos mucho, a raíz de los impuestos —materia a la que me referiré a continuación—, al problema de los gastos. Mientras menos gastemos en la Administración del Estado, en mejor forma daremos cumplimiento a las necesidades que debe satisfacer el Estado, las que en esta iniciativa se definen y detallan, y todos coincidimos en ello. Pero el problema es saber si para esto se precisa crear un Fondo y un organismo subrepticio dentro del Ministerio. Incluso, si se acepta el Fondo, estimo que la norma debe aprobarse con quórum calificado, porque se crea un organismo público de carácter colectivo. Y como en la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado no se reconoce que sea así, debe aprobarse con ese quórum, tal como ocurrió respecto al Consejo que se estableció en la Ley de Pesca. Es materia propia de ley de quórum calificado. Es un servicio raro el que se crea, donde los Ministros que lo integran evaluarán proyectos. Y, en esa perspectiva, lo estimo inconveniente.


Además, llamo la atención al hecho de que se ha convertido en costumbre —por así decirlo— que, cuando existe un problema sobre determinado aspecto, se señale la terrible situación que se produce con él y que, ante ello, se cree un fondo. Éste es el peor sistema para la asignación de los recursos. En el país hay muchas y muy importantes necesidades y, por supuesto, menos de los recursos necesarios para atenderlas. En consecuencia, en la Ley de Presupuestos de la Nación debemos priorizar, sin dejar ninguna de lado. Pero el proceder de esta manera sólo significará gastar más.


En seguida, me referiré en forma muy breve a los impuestos sobre las utilidades de las empresas.


A mi juicio, el argumento esgrimido al respecto no resiste un análisis profundo, porque la misma iniciativa contiene las normas para determinar las tarifas. Si existen tales utilidades, quiere decir que las tarifas no pueden ser de esa naturaleza. En economía, los dineros no se pierden. Las empresas ganan. Las tarifas se determinan sobre la base de empresas eficientes. No hay mayor gasto. Porque sería trágico establecer un impuesto que no lo van a soportar las empresas, sino los consumidores, que son quienes utilizan los teléfonos. Pensar lo contrario es una ilusión óptica. En economía esto no es así. Lo van a pagar —repito— las personas que recurren a estos servicios. Y eso no es bueno. Porque al emplear los teléfonos se da movimiento a la economía, lo que sí es conveniente. Y mientras más barato sea el servicio, mejor para el consumidor. Y la iniciativa apunta justamente a proteger al usuario.
El señor HORMAZÁBAL.— A los usuarios que usan los teléfonos desde fuera de Chile para llamar a nuestro país, Honorable colega.
La señora FELIÚ.— Entonces, se estaría fijando un impuesto extraterritorial. Y ello no es así, señor Presidente.


En todo caso, no existe peor gasto que el realizado por un Estado que no da cumplimiento eficiente a la finalidad de satisfacer las necesidades públicas. Porque ese gasto sí que se pierde en la economía y crea muchos inconvenientes.


Finalmente, debo recordar que la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado consagra un principio básico en el Derecho Administrativo: la no duplicidad de funciones de los servicios del Estado. Porque cuando ello existe, se presta mal la función pública y se gasta el doble.


Por todas estas consideraciones, estoy a favor de la indicación para suprimir el Fondo en análisis. He dicho.
El señor VALDÉS (Presidente).— Tiene la palabra el Honorable señor Lavandero.
El señor LAVANDERO.— Señor Presidente, creo que no todas las personas parecen comprender bien el problema que se discute.


Al respecto, quiero aclarar que no sólo se trata de diferencias con relación a quién administra el Fondo para la telefonía rural, como se indicó con anterioridad. El proyecto también contempla lo fundamental: los recursos, pues las regiones rurales, que son las más pobres, necesitan con urgencia disponer de dinero para caminos, electrificación, vivienda, agua potable, ya que los actuales fondos para el desarrollo regional son insuficientes. Y, de hecho, por ese motivo los sectores rurales no cuentan con tales servicios. Son tantas las carencias que —repito— los recursos que actualmente se pueden destinar resultan pocos.


Por lo tanto, aprobar la telefonía rural sin el financiamiento que corresponde me parece que es crear expectativas que quedarán insatisfechas.


Y lo curioso es que, primero, no se aceptó el impuesto de acceso internacional, que las empresas pagan en la generalidad de los países, con excepción del nuestro. O sea, aquí —como expresó el Senador señor Hormazábal— se llevan una tajada gratis, porque en Chile, por una bondad especial de los Parlamentarios, se deja la manga ancha para que estas compañías extranjeras obtengan una utilidad mayor que, incluso, la presupuestada y la concedida en la telefonía a la cual tienen acceso en otras naciones, que, como se señaló, asciende a 80 millones de dólares.


El impuesto de 0,2 dólares por minuto para todas las comunicaciones telefónicas que ingresan al país significó para Chile alrededor de 14 millones de dólares. Ahora se desea eliminar el Fondo, es decir, los recursos, y es curioso que cuando se discutió la materia y no se aceptó este mecanismo de financiamiento, se planteó que éste tenía que provenir del Presupuesto. Por supuesto que no estoy de acuerdo con ello. Empero, era una opción alternativa a lo planteado, tocante a impuestos nuevos para desarrollar la telefonía rural.


Entonces, se da todo tipo de explicaciones para eliminar, primero, el Fondo, y después, los recursos presupuestarios, con argumentos que, siendo sutiles, dan la impresión de que todos son partidarios de entregar la telefonía rural. Aquí se quiere apagar la vela por las dos puntas. Hablar de telefonía rural, negar los recursos de acceso, los impuestos y, también, los fondos presupuestarios.


Creo que sobre este particular la señora Senadora que me antecedió en el uso de la palabra podría haber buscado una mejor explicación, ya que la asignación presupuestaria sólo fue una alternativa al problema de la falta de esos recursos frescos que constituirían los 14 millones de dólares, dejando el excedente, hasta 80 millones de dólares, todavía para que se lo sigan llevando.


Pero hablemos claro. Si estamos de acuerdo con la telefonía rural, y algunos discrepan de la creación de un nuevo Fondo y de la estructura administrativa, entonces, por qué no aceptamos los impuestos y los incorporamos al Fondo Nacional de Desarrollo Regional, para que se satisfaga la inquietud planteada por el Senador señor DÍEZ. No creemos el Fondo; aceptemos los recursos y entreguémoslos al Fondo Nacional de Desarrollo Regional, pero dinero fresco, nuevo, para atender las imperiosas necesidades de los sectores rurales.


El problema de la pobreza en Santiago es diferente al de otras partes, porque en la Capital no hay quien no se encuentre a DÍEZ minutos de un hospital. En cambio, cuántas veces vemos a una persona de la zona rural enferma, grave, que se halla hasta a dos o tres horas de un centro asistencial. Y muchísimas localidades rurales carecen del más mínimo medio para comunicarse siquiera con un hospital. 


Por eso, si las opiniones de la señora Senadora que me antecedió y del Senador señor DÍEZ, quien habló con propiedad, apuntan a no crear una nueva estructura, con nuevos cargos, porque costaría más, aceptemos la idea de los impuestos y entreguemos los recursos provenientes de ellos al Fondo Nacional de Desarrollo Regional, para satisfacer la finalidad indicada. Porque aprobar esta iniciativa pensando que resolveremos el problema de la telefonía rural sin fondos, no digo que sea ingenuo, pero, por lo menos, mañana no critiquemos si el Gobierno no ha podido cumplir con su expectativa de entregar un mejor estándar de vida a los sectores más pobres, especialmente a las zonas rurales.


Por esa razón, voy a rechazar la indicación. Y tengo la esperanza de que, si se elimina el Fondo, los señores Senadores recapaciten, y los recursos puedan entregarse en definitiva al Fondo Nacional de Desarrollo Regional.


He dicho.
El señor VALDÉS (Presidente).— Tiene la palabra el Honorable señor Gazmuri.
El señor GAZMURI.— Señor Presidente, no haré uso de la palabra, porque considero que básicamente la argumentación ya se ha dado. Por consiguiente, propongo votar la indicación, pues tengo la impresión de que si no procedemos luego a ello, corremos el riesgo de que no se apruebe el proyecto por abandono de los señores Senadores de la Sala.


Los antecedentes expuestos —repito— son suficientes.


Finalmente, espero que —como señaló el Honorable señor Hormazábal— la materia referida al artículo 28 bis se reponga en el tercer trámite de esta iniciativa.
El señor COOPER.— Pido la palabra.
El señor VALDÉS (Presidente).— Tiene la palabra Su Señoría.
El señor COOPER.— Señor Presidente, es muy breve lo que deseo señalar, pues ya se han esgrimido suficientes argumentos en uno y otro sentido, y son las razones por las cuales en la Comisión me opuse a la creación del Fondo.


En primer lugar, el impuesto de que se habla me merece muchas dudas, porque esos excedentes —pienso que este punto debe estudiarlo el Ministerio— serían fiscales, y no de propiedad de las empresas. Por consiguiente, al establecer ahora un tributo, o un impuesto, o como quiera llamárselo, estaríamos reconociendo un derecho que a mi juicio no les corresponde a las empresas.


En segundo lugar, con respecto al subsidio, reitero lo que señalé en la Comisión: al subsidiar y no existir un mecanismo que regule lo que sucede con la infraestructura que se construye con ello, de hecho subsidiamos a las empresas en las actividades que ellas están obligadas a realizar.


Por esas razones —repito— me opuse en esta materia, posición que nuevamente dejo establecida.
El señor LAVANDERO.— Lo mismo para la empresa eléctrica.
El señor VALDÉS (Presidente).— Tiene la palabra el Honorable señor Ríos.
El señor RÍOS.— Señor Presidente sólo quiero formular algunas preguntas.


No concurrí a la Comisión, ni estuve durante el debate de la materia en cuanto a los aspectos técnicos que se plantean en la iniciativa. Sin embargo, de lo señalado tanto por los Senadores señor Hormazábal, señora Feliú y señores Lavandero y Cooper, tengo la sensación de que queda en el aire, de partida, la cuestión referida a si rige o no este tributo. Y si rige —segunda pregunta—, ¿se aplica sólo cuando existe el Fondo, o no? Por último, al haber tales recursos e ingresar al Presupuesto de la Nación, ¿se incorporan a un programa de telefonía rural?


Planteo estas tres preguntas porque, como expresé, del debate habido no me ha quedado claro el asunto.
El señor VALDÉS (Presidente).— Tiene la palabra el señor Ministro.
El señor MOLINA (Ministro de Transportes y Telecomunicaciones).— Señor Presidente, para clarificar la idea, el tributo en definitiva no se aprobó en la Comisión, y no es objeto de ninguna votación en la Sala.


En segundo lugar, la creación del Fondo sí se aprobó. Y —entiendo— se ha renovado una indicación que debe votarse.


En tercer término el Gobierno insistirá en el tributo, porque tenemos la convicción de que no estamos ante uno normal y corriente.


Desde el punto de vista técnico, ocurre que, efectivamente, se produce una sobrerrenta, debido al hecho de que, en virtud de convenios internacionales, ingresa a las empresas una cantidad de recursos que no están asociados a costo alguno en particular. Ello contradice el criterio o noción central de cualquier servicio público, en cuanto a que éste se presta en relación a los costos, sumada la rentabilidad normal, es decir, la utilidad que debe recibir la empresa. Reitero: hay una sobrerrenta que no tiene explicación más que en convenios internacionales.


Es tal nuestra convicción sobre la materia que, incluso   —ya lo señaló el Senador señor Cooper—, habría que estudiar hasta qué punto esos recursos pasan simplemente a ser fiscales.


Nosotros insistiremos en ese punto, pero no hemos querido entrabar la discusión de la iniciativa. Lo importante es que se legisle como se está haciendo, que el Fondo subsista mientras tanto, y ya habrá oportunidad de volver sobre el tributo que estamos planteando cuando se trate el proyecto III, o en el tercer trámite constitucional de éste.
El señor VALDÉS (Presidente).— En votación la indicación renovada.
El señor EYZAGUIRRE (Secretario).— Ella consiste en suprimir el N° 6 del artículo 1°, y corresponde a las indicaciones signadas con los números 17, 18, 19 y 22.


—(Durante la votación).
El señor RÍOS.— Señor Presidente, todo el proceso de administración interior del Estado, basado en normas constitucionales y administrativas nuevas, apunta a los gobiernos comunales y regionales como punto de inicio de la planificación futura del país desde la base social. En él, obviamente, no están marginados los proyectos de extensión de telefonía y otros aspectos que hoy día cobran vigencia y fuerza en el desarrollo armónico de nuestro país. Ello significa que la creación de organismos centrales va, en alguna forma, debilitando o destruyendo el sentido de toda la normativa orgánica que hemos creado.


Por lo anterior, es obvio y lógico que los nuevos recursos que se destinen a financiar el crecimiento, en este caso rural, necesariamente deben ser asignados a los gobiernos comunal y regional.


Desde ese punto de vista, y teniendo presentes los aspectos positivos de la normativa que señalé, es evidente que la creación de un ente centralizado —repito— contraría ese propósito común de ir hacia una efectiva descentralización. Voto a favor de la indicación.


—Se rechaza la indicación renovada (12 votos contra 9 y 3 pareos).


Votaron por la negativa los señores Díaz, Gazmuri, Hormazábal, Larre, Lavandero, Mc-Intyre, Núñez, Pacheco, Papi, Ruiz (don José), Ruiz-Esquide y Valdés.


Votaron por la afirmativa los señores Cantuarias, Cooper, Feliú, Fernández, Huerta, Martin, Ríos, Siebert y Sinclair.


No votaron, por estar pareados, los señores Lagos, Otero y Romero.
El señor EYZAGUIRRE (Secretario).— La última indicación renovada incide en el artículo 1°, N° 10, y es para suprimir los incisos tercero y cuarto del artículo 36 bis, nuevo. Corresponde a las indicaciones signadas con los números 20, 21, 24 y 25, y lleva las firmas de los Senadores señora Feliú y señores Huerta, Siebert, Ríos, DÍEZ, Urenda, Piñera, Fernández, Martín y Cantuarias.
El señor HORMAZÁBAL.— Rechacémosla con la misma votación, señor Presidente.

La señora FELIÚ.— Ella se refiere a multas cuyo producto se destina al Fondo de Desarrollo de las Telecomunicaciones.


—Se rechaza, con la misma votación anterior.
El señor EYZAGUIRRE (Secretario).— Finalmente, conforme al procedimiento acordado, corresponde votar en bloque aquellos artículos modificados a raíz de indicaciones aprobadas unánimemente por la Comisión.
El señor VALDÉS (Presidente).— Si le parece a la Sala, se darán por aprobados.


Acordado.


—Se aprueban todas las demás proposiciones unánimes de la Comisión contenidas en su segundo informe, y queda despachado el proyecto en este trámite.
El señor VALDÉS (Presidente).— Tiene la palabra el señor Ministro.
El señor MOLINA (Ministro de Transportes y Telecomunicaciones).— Señor Presidente, sé que, cuando se aprueba un proyecto, se han convertido en algo casi sacramental los agradecimientos del Secretario de Estado correspondiente. Pero en esta oportunidad deseo darlos, con toda sinceridad, por el rigor con que la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones trató la iniciativa, en condiciones difíciles —lo sabemos—, debido a su complejidad. En cada ocasión durante su debate, hasta en los más mínimos detalles, encontramos comprensión, rigurosidad y espíritu de colaboración hacia la necesidad de despachar una normativa tan urgente para nuestras telecomunicaciones como ésta.


Asimismo, quiero destacar que, en un fallo reciente, la Corte Suprema ratificó lo señalado por la Comisión Resolutiva Antimonopolios, lo cual es perfectamente simétrico con el proyecto del Ejecutivo. Y esa decisión del Poder Judicial se viene a sumar a lo obrado por aquél y por el Legislativo —específicamente, por el Senado—, lo que da una tremenda solidez a lo acordado, que, en mi opinión, será muy beneficioso para los usuarios del país.


Muchas gracias.
El señor VALDÉS (Presidente).— Se las retribuyo, señor Ministro, por su importante actuación en esta negociación, lamentando que no nos siga acompañando en el futuro.


Deseo recordar a Sus Señorías que el día 13 de febrero, a las 11:30, está citado el Congreso Pleno para conocer del proyecto de reforma constitucional que reduce la duración del mandato del Presidente de la República, y que, según acuerdo de los Comités, el Senado celebrará su próxima sesión ordinaria el miércoles 9 de marzo, a las 10:30.


Se levanta la sesión.


—Se levantó a las 20:16.
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